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la memoria de los barrios y desplazan lo antiguo y lo sustituyen por un tejido 
urbanístico nuevo que se proyecta: vertical, fresco, juvenil, profesional y tecno-
lógico: en esta dinámica entre lo “antiguo” y lo “nuevo”, se juega con la pérdida 
de la memoria particular del barrio y en límite la memoria colectiva de la ciudad 
(Lefebvre, 1968).

Frente a estas amenazas que constituyen el para qué, sus acciones colec-
tivas buscan resistir integrándose a la lógica autodestructiva-innovadora del ur-
banismo. Su apuesta, la de asvebes, es conservar la arquitectura de las casas 
más antiguas y detener la destrucción del patrimonio arquitectónico del barrio, 
inclusive de la misma ciudad de San José. El barrio se conforma ahora en una 
suerte de texto socio-histórico y con ello sobrevivir y reclamar su sitio “un mu-
seo al aire libre como objeto-mercancía de consumo cultural para turistas y para 
el estetismo” (Lefebvre, 1968: 124-125).

El porqué de la organización, participación, e incluso la forma de las res-
puestas y soluciones que dan contenido a las acciones colectivas que nacen de 
las asvebes se inscriben en el nivel emotivo-biográfico. 

El asunto es que una organización comunal, tiene que salir de adentro, 
tiene que salir del plexo solar, de las agallas, tenemos que organizar-
nos nosotros en pequeñito de adentro para afuera; si hubiera venido 
alguien de afuera, ¡ay! es que ustedes tienen que hacer las cosas así, es 
que nosotros venimos a aportar ideas y todo eso, nos hubieran invadi-
do (Sandra, 2012).

La destrucción o muerte del barrio, de su patrimonio material y simbó-
lico, está ligado a la biografía individual de muchos de los vecinos, en especial 
de aquellos descendientes directos de los herederos asociados. No es casual que la 
constitución de asvebes esté conformada mayormente por los hijos —herede-
ros— de los fundadores originales del barrio. 

[…] la Junta Directiva en este momento estoy yo, está Javier, que vivimos 
ambos y trabajamos dentro del barrio; está por ejemplo[...] Don Rafael 
Murillo Calvo, él fue médico y fue director de un hospital en Venezuela, 
los suegros han vivido siempre en el barrio, la esposa era del barrio, origi-
nal del barrio (Sandra, 2012). 

Al esclarecer el porqué de la acción organización barrial hace posible 
comprender el para qué de sus proyectos de nomenclatura de las calles y aveni-
das del barrio que rescatan nombres de personajes emblemáticos y cotidianos  
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del mismo (conservación y reivindicación de la memoria estética y colectiva del  
barrio), de mejora del espacio público por medio de acupuntura urbana y en-
sanche de aceras (accesibilidad), mantenimiento de infraestructura pública 
como el farolito, construcción de plazoletas, arborización del barrio —300 ár-
boles sembrados—, programa de reciclaje (sostenibilidad ambiental), cámaras 
de seguridad. El esfuerzo de organización que nos presenta Escalante representa 
—siguiendo a Adorno (2005)— la lucha contra la “pérdida de la historia” (55); 
no actuar significa la atrofia de la memoria que posibilita arrasar los espacios, 
los lugares, las biografías, la historia oficial, aún más la vivencia histórica de las 
barriadas.

La organización barrial y el derecho a la ciudad:  
la mediación entre la vida privada y la vida pública

La organización y participación provocadas por la acción colectiva de la asve-
bes, según lo observado, ha impactado sutilmente la convivencia, pues tensiona 
la sensibilidad hegemónico individualista del barrio al potenciar otras formas de 
construir espacios de encuentro, reconocimiento y nuevos arraigos entre los ve-
cinos, lo que hace que se provoquen elementos emergentes en las formas de con-
vivencia barrial, nuevas formas de vecindad.

Las acciones de la organización barrial suponen nuevos escenarios de ma-
yor intercambio entre los habitantes: “Como te decía, aquí hay una arrogancia que: 
¡que, importa quién vive ahí! […] Eso ha sido parte del trabajo que, al menos en el 
caso mío, yo he tratado, y ya se conoce, ha sido más bien puña tantos años y nunca 
nos habíamos visto y eran compañeros del colegio, cosas así” (Gerardo, 2012).

La acción organizativa también ha logrado revitalizar el mundo de la vida 
pública, vivir en el barrio empieza a dibujar un suerte flânear,11 un estar “fuera de  
casa, y sentirse, sin embargo, en casa” (Baudelaire, 1974: 8). Se empieza a habitar  
y esto es participar en la vida social y política del espacio, un flânear y un habi-
tar que enriquece la vida íntima, un flânear y un habitar que desestabiliza  

11 Siguiendo a M. Foucault flânerie y flâneur significan “vagabundear, grandulear”, pero también “mirar, 
curiosear”; originalmente para C. Baudelaire, flânerie refiere al “vagabundeo urbano, al ocioso callejeo, 
en el que uno va, al mismo tiempo, curioseando y paseando, es decir, dejándose llevar por los innume-
rables atractivos y novedades que la ciudad le ofrece, tanto de día como de noche” (2004: 83).
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la destupía de la “ghetto elitista de control y vigilancia”, flânear y habitar que rei-
vindica el valor de uso y el retorno al barrio y a la ciudad.

No obstante, la impronta del individualismo, como potencia relacional,  
procura, produce y reproduce una suerte de asociación endógena negativa, que 
coliga la relacionalidad del espacio vital del mundo de la vida pública, en límite, 
a la sola contingencia de la reproducción de éste último bajo la dominación de 
lógicas relacionales que posibiliten y garanticen la consolidación y reproducción 
del derecho a la intimidad y el derecho a la propiedad en una suerte de fagocigi-
nia (asimilación) o instrumentalización de lo público para el fin último de lo pri-
vado fragmentado. Esto daría como resultado una relación participativa negativa 
entre asociados que habitan el barrio Escalante.

Asumiendo la potencia del individualismo, y yendo hacia dimensiones 
más concretas, barrio Escalante es un escenario de participación entre lo antiguo 
y el empuje de lo nuevo12 que busca repoblar el centro de poder de la capital del 
país y, en este esfuerzo de preservar lo clásico en lo novedoso, las asociados que 
integran la organización movilizan todos sus capitales sociales, económicos, cul-
turales, políticos; etcétera y así es como la asvebes pueden posicionarse como 
ejemplo de autogestión y emprendimiento barrial que demuestra que se puede 
organizar y generar dinero, siempre y cuando haya una estructura respaldada 
por el poder político y técnico de la Municipalidad y, por tanto, por la institucio-
nalidad municipal.13

El barrio Cristo Rey:  
o la perdida de la memoria de lucha de sus antepasados

Antes de adentrarse en los senderos de la convivencia urbana, la cultura polí-
tica y la participación en el barrio Cristo Rey, es necesario subrayar de entrada 
que Cristo Rey, a diferencia de barrio Escalante, resguarda una memoria político- 
colectiva histórica de lucha importante, esta riqueza representa un punto de  

12 “Hemos tenido mucho roce de gente muy clásica por no decir viejitos, gente muy clásica como era 
hace treinta, cuarenta, cincuenta años que no quiere con costos una pulpería […] pero somos de uso 
mixto enfocado hacia la residencia, […] el barrio es de uso mixto” (Sandra, 2012).

13  En relación al apoyo institucional como ejemplo de capital político: “tenemos a la Municipalidad, 
tenemos a un Vladimiro —arquitecto municipal— que nos llama y nos dice: ya tenemos la plata para 
la plaza” (Sandra, 2012).
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partida imprescindible para comprender la situación actual de la vida organizati-
va y política del barrio.

Esta memoria colectiva se expresa en un imaginario pasado que articula 
una cultura política y su praxis de luchas, y que sobrevive en el recuerdo de mu-
chos de sus habitantes por ejemplo Ernesto (2012) “Comunitarias y políticas [...] 
Asociación de Desarrollo, políticas ¡diay! solo esas existían en ese tiempo, era 
comunismo, liberación y ¡ahhh!... el partido calderonista”.

Lo anterior deja entrever un elemento de reflexión y análisis de este apar-
tado, el barrio Cristo Rey históricamente se presentó como un espacio barrial al-
tamente politizado y donde la organización vecinal se dio primero con las Juntas 
Progresistas14 y luego en menor medida con las Asociaciones de Desarrollo. Así 
el barrio se dispuso como lugar donde las acciones colectivas estuvieron media-
das por sensibilidades políticas especialmente de izquierda.

Es posible registrar con exactitud al menos tres acciones colectivas ligadas 
a movilizaciones sociales en el barrio Cristo Rey, que develan luchas y lideraz-
gos que tuvieron como escenario la ciudad de San José:

Primera lucha: Tuvo lugar en 1957. La Junta Progresista del barrio dirigió 
y lideró las movilizaciones contra el aumento en las tarifas eléctricas por 
parte de la transnacional Electric Bond and Share. Amplios sectores popu-
lares de la ciudad de San José se declararon en huelga de pagos de recibos 
y apoyaron públicamente el fortalecimiento del Instituto Costarricense 
de Electricidad y la ruptura con la dependencia energética extranjera 
(Alvarenga, 2009).
Segunda lucha: Sucedió en 1983. El país estaba sumido en su peor cri-
sis económica del siglo xx.15 El gobierno bajo recomendación del Fondo 
Monetario Internacional, aumentó las tarifas de servicios públicos para 
paliar la crisis fiscal, entre ellos el de electricidad. Esto provocó que el  

14 El decreto No. 3 del 21 de julio de 1920 dictado por el presidente de la República don Julio Acosta,  
se crean las Juntas Sanitarias Patrióticas. “Para 1928 muchas de estas Juntas habían mutado hacia 
las más conocidas Juntas Progresistas Patrióticas, para ese año, un nuevo decreto trata de limitar la  
autonomía de las mismas” (Cayetano, 1989).

15 Esta crisis se caracterizó por una vertiginosa pérdida del poder adquisitivo de las y los costarricen-
se, debido a una estrepitosa caída del colón frente al dólar, un alto desempleo que rondaba el 15,9% y 
aumento de la pobreza (Rovira, 1987 y Aguilar y Ramírez, 1989). La llamada crisis de la deuda hizo 
capitular el modelo desarrollista benefactor capitalista, implementado desde 1949 y, transitar hacia 
una economía de mercado con un Estado mínimo. (Rovira, 1987 y Aguilar y Ramírez, 1989).
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2 de mayo de 1983 grupos organizados de vecinos de los barrios del sur,16  
marcharan en la ciudad en dirección al Servicio Nacional de Electricidad 
para protestar por las altas facturas de electricidad. Luego de 13 días de  
la primera movilización social, el movimiento contaba con 140 comités 
de lucha desplegadas por toda la geografía nacional, además de contar 
con el apoyo de 52 organizaciones sindicales. El movimiento se extendió  
durante los meses de mayo y junio. La experiencia es registrada por unos 
de los habitantes del barrio de esta forma: “Tuve participación en una 
gran lucha que tuvimos, cuando Monge, hizo un alza desmedida en las  
tarifas eléctricas y, entonces, se conformó un movimiento muy grande 
[…] Tuvimos bastante participación, ahí teníamos un aserradero y le  
quitamos las tucas y bloqueamos la calle con las tucas del aserradero, en-
tre todos los vecinos. ¡Muy explosivo!” (Federico, 2012).
La tercera lucha: Más difusas en el tiempo. Esta lucha estuvo ligada a me-
joras en el sistema realizado por la Municipalidad de San José y el traslado 
del costo de las obras al recibo del agua de los vecinos. En esa ocasión el 
barrio se organizó en una lucha contra la Municipalidad de San José, Fe-
derico (2012) rememora: “los propietarios del barrio se vinieron a buscar 
a los comunistas, a buscar a Chalo: ¿Qué hacemos nos tienen clavados la 
municipalidad?”. La respuesta frente a este nuevo problema, fue una mar-
cha, de los vecinos del barrio Cristo Rey, hacia al Consejo Municipal, en 
La Merced. Los habitantes del barrio desfilaban por las calles de San José 
con rótulos que decían “somos pacíficos […] y Chalo llevaba piedras para 
apedrear la Municipalidad” (Federico, 2012).

Estas experiencias son testimonio de un pasado barrial que expresa una 
cultura de participación política que es consustancial a la forma de convivencia 
urbana del barrio, una forma marcada por una espíritu organizacional y participa-
tivo, de resistencia, lucha y movilización social, por lo que el barrio era un espa-
cio social que expresaba lógicas de autoproducción y autogestión. Los habitantes 
de barrio Cristo Rey ejercían una apropiación directa y altamente politizada de 

16 Los barrios del sur, es un sistema o espacio barrial ubicados al sur de la ciudad de San José y repre-
senta históricamente la zona popular empobrecida no elitista de la ciudad y quizás, el primer proceso 
de segregación de la San José moderna (la del tránstio del siglo xix al xx) siendo Cristo Rey una de sus 
principales manifestaciones. Los otros barrio del sur son: Sagrada Familia, barrio Los Ángeles, La Carit 
y barrio Cuba; así como la ciudad satélite de Los Hatillos de más reciente fundación.
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su espacio barrial ante la desprotección del gobierno municipal y el Estado en 
general. “[…] No, no había mucha intervención [del Estado] donde yo considero 
que el ciudadano en ese tiempo vivía como a la libre. Durante 20 o 30 años era  
lo mismo, las relaciones de las personas con las autoridades” (Ernesto, 2012). 

La acción institucional del Estado y de la misma Municipalidad, se ha pre-
sentado históricamente como una ausencia-presencia destructiva17 en un espa-
cio barrial no elitizado, es decir, popular como lo es el barrio Cristo Rey.18 Sin 
embargo, la débil presencia de la institucionalidad no significó que, en el barrio 
Cristo Rey, no se lograra obtener equipamiento urbano y servicios varios; como 
ya se sostuvo, el espacio barrial se dispuso como espacio de autoproducción y 
autogestión politizado en presión a la institucionalidad.

“El barrio tuvo buenos servicios había escuelas, iglesia… Había clínicas y, 
pese a la creencia de que Cristo Rey era un barrio bajo en él vivían abogados, 
doctores, profesores sacerdotes; gente que llegó a estudiar y que se desarrolló 
bien. El barrio era muy bonito, la gente se ayudaba” (Ernesto, 2012). Pero, ¿qué 
ocurrió en este barrio popular con una alta organización y participación política  
de sus habitantes? Tres son las líneas que ayudarán a comprender y explicar  
la destrucción de esta sensibilidad organizativa y participativa que caracterizaba la  
vida barrial de Cristo Rey.

Primera línea: la intervención destructiva del Estado  
y la asimilación de las Juntas Progresistas

Muchas de las luchas y reivindicaciones impulsadas desde la Junta Progresista 
del barrio,19 incluso, después de 1983, bajo la figura de la Asociación de Desa-
rrollo Comunal, expresarán una conducción y, por ende, una sensibilidad de 
izquierda. Es necesario tener claro en este punto que el barrio Cristo Rey y, en 

17 Esta tendencia destructiva, en las acciones desplegadas desde los ámbitos institucionales del Estado 
costarricense, en barrio Cristo Rey, se analizará y terminará de comprobar más adelante en este artículo.

18 Es oportuno señalar que el barrio Cristo Rey fue constituido como espacio barrial alrededor de la 
última década del siglo xix.

19 Las Juntas Progresistas —sostiene Patricia Alvarenga—, fueron un espacio donde se posicionó la  
izquierda nacional desde 1934, aunque fue posterior al periodo de persecución política que se pro-
longó de 1948 a 1952: “A partir de 1952, al bajar el tono de la represión las Juntas Progresistas encon-
traron espacios para su desarrollo […] los activistas de izquierda encontraron en ellas algún espacio  
para continuar desarrollando su trabajo político” (2009: 12).
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general, los barrios del Sur de San José han sido espacios estratégicos de la iz-
quierda nacional en la ciudad.20

Pero justamente al convertirse las Juntas Progresistas en un refugio para 
los comunistas derrotados y perseguidos tras la guerra civil de 1948, es que co-
bra sentido la creación de dinadeco y las Asociaciones de Desarrollo Comuni-
tario (adc);21 fueron éstas las respuestas político-estatales para contrarrestar, 
neutralizar, cooptar y “controlar un movimiento urbano con tendencias popu-
lares y progresistas que lograba ir cristalizándose las Juntas Progresistas” (Alva-
renga, 2009: 29).

Lo anterior, se evidencia en habitantes con más décadas de vivir en el ba-
rrio por ejemplo cuando Chalo cuenta que, “en realidad ese proyecto estaba muy 
vacío […]; no sólo porque ellos pasaron de las Juntas Progresistas al dinadeco”. 
Por otro lado, Federico asegura que “era un asunto más de enfrentamiento (las 
Juntas Progresistas), ya que el gobierno, al meter dinadeco, buscó controlar 
ese asunto y ubicarlo en otros aspectos como el puentecito, las aceras” (Chalo y 
Federico, 2012).

En suma —tal y como apuntan Chalo y Federico— las Asociaciones de De-
sarrollo se transfiguraron en cascarones políticos que reafirmaron la presencia 
directa del Estado y sus programas de redistribución de recursos, por ejemplo, 
bonos de vivienda y alimenticios: “Mediante el control d e distribución de be-
neficios los agentes estatales desplazaron líderes comunales, contribuyendo así  
a descabezar el movimiento popular” (Alvarenga, 2009: 46). El golpe de gra-
cia a la organización barrial urbana22 fue asestado en la “década de 1980” cuan-
do con el giro neoliberal se ahogó economicamente las células que componían  
dinadeco, es decir a las Asociaciones de Desarrollo.

Es claro que este proceso de cooptación de las organizaciones barria-
les por parte del Estado y el recorte de recursos económicos como estrategias  
de desarticulación de expresiones de izquierda, impactaron debilitando la cultu-

20 No sé asume que el liderazgo y dirección estuviera bajo el poder absoluto de militante de izquier-
da, por lo que advierte Alvarenga: “Las Juntas Progresistas, aunque apoyadas e impulsadas desde  
la izquierda no fueron un brazo político de esta. Su liderazgo hizo lo posible por integrar ciudada-
nos que, por honorabilidad o por su vocación de servicio a la comunidad, podían constituirse en 
buenos organizadores” (2009: 12). 

21 En el gobierno de José Joaquín Trejos F. (1966-1970).

22 Esto último es también señalado por Patricia Alvarenga (2009) sin embargo no le otorga la impor-
tancia que debería dársele.
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ra, política organizativa y participativa que han caracterizado históricamente la  
vida cotidiana del barrio Cristo Rey y que tanto logró en procura de mejorar  
la calidad de vida de los vecinos del barrio. Este proceso ha permitido que la insti-
tucionalidad logre establecer lógicas asistencialistas y de clientelismo político.23 
La incursión del Estado en Cristo Rey se podría definir como una presencia-
ausencia destructiva que radicaliza la tragedia de la vida cotidiana del barrio; 
tragedia que, a su vez, profundiza los procesos históricos de destrucción de la 
memoria histórica de lucha, organización y participación que en el pasado cohe-
sionaban al barrio. Tragedia que abordaremos en seguida.

Segunda Línea: el drama de la vida dañada, fragmentación,  
violencia y vecindad

La segunda línea salta del pasado al presente y a la narración del drama de la 
vida cotidiana. Juliana —habitante del barrio— realiza una descripción cruda: 
“siempre ha habido problemas de drogas, alcoholismo, niños de parte del patro-
nato que han tenido problemas, madres que trabajan y los dejan solos, y quizás 
porque los padres los abandonan” (2012).

La institución emerge de una familia fragmentada, frágil, casi disuelta; 
los hombres y mujeres, madres, padres, niños del patronato que tienen pro-
blemas, se relacionan, se aman, se odian, se reproducen. Corregir lo subra-
yado y sustituir por: “La violencia se manifiesta en diversas expresiones: vio-
lencia de género, violencia intrafamiliar y en límite violencia institucional y 
estructural —como se palpó en la línea anterior—. La violencia que se vive en 
la vida del hogar detonará24 desplazándose hacia el mundo de la vida pública 
o habría que insistir en que la tragedia de la vida cotidiana del hogar es, acaso, un 
epifenómeno de la tragedia de una sociedad cada vez más excluyente, cada vez 
más carencial. Esta dinámica se expresa con mayor claridad en el lugar conocido  
 

23 “Johnny Araya, vos lo ves en el parque Morazán, parque central en la plaza de la cultura, en el bou-
levard, pero aquí vos lo ves sólo cuando hay campaña política” (Federico, 2012).

24 “Por cualquier discusión ya se formaba un conflicto tremendo… Eh, se agarraban, se daban botella-
zos, empezaban a tomar en las casas, se salían a insultar afuera. La música alta llamaba la atención de 
los que tenían bebes, entonces, ahí se armaba la gorda como dicen” (Juliana, 2012).
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como Las Gradas,25 percibido por los habitantes del barrio Cristo Rey como el lu-
gar donde se condesa el conflicto y la decadencia del barrio. El barrio que antaño 
abrazaba un aura de paz y tranquilidad, hoy se presenta como espacio urbano en 
el que los niños y niñas no pueden ya jugar con placidez:

[…] porque cuando ven al montón de muchachos ahí en la esquina, todo 
alrededor está limpio ¿Por qué? Porque hay personas que sí tienen hijos 
pequeños y yo tengo hijos pequeños y no me gustaría que salgan a jugar 
a la esquina, porque en cualquier momento alguno de ellos tienen algún 
problema con alguien del barrio Cuba o Sagrada, comienzan a volar bala 
como que si fuera cualquier cosa (Dennis, 2012).

Este ritual cotidiano, se escenifica sobre todo en la noche: “ya a la seis de 
la tarde, usted viene a las seis de la tarde, usted ve esa esquina que está  
repleta” (Dennis, 2012). El espacio barrial es (re)apropiada por los jóve-
nes y su look: tomar y fumar marihuana; “casi todas las esquinas […] son 
las dos, las tres de la mañana y ahí están jodiendo y tirando piedras […]  
eso es normal, sea lunes, sea martes, sea miércoles, el día que sea” (Den-
nis, 2012).26

El barrio no cesa, no duerme, es la norma, es una de las forma de la rela-
ción que aparenta ser negativa para la organización barrial, no obstante, es indi-
cador de formas de apropiación (prácticas) temporales y espaciales: la noche en 
una esquina del barrio donde los jóvenes beben se alcoholizan, consumen drogas 
asaltan o se alistan para asaltar, se devela y reproduce un sistema cotidiano de 
vida barrial particular y en oposición con la idealidad cotidiana y en límite po-
litizada de sus antepasados (Heller, 2002 y Shutz, 2003), ese mundo privado y 
público tiene una lamentable resultante: las balaceras, el asesinato y el suicidio: 

25 Lleva este nombre porque justamente para acceder a este espacio es necesario descender unas lar-
gas gradas. Esto localiza “metafóricamente” a “Las Gradas” como un subsuelo una especie de sótano 
de barrio Cristo Rey; el lugar dónde se reproduce la exclusión y la estigmatización dentro de lo ya 
excluido y estigmatizado.

26 Las noches —¿uso o intercambio el tiempo? —; las esquinas (uso del espacio: ¿producción o apro-
piación?; las drogas, el alcohol, asaltos —las prácticas y desplazamientos en barrio en la ciudad, ¿en 
otros barrios en otras ciudades? —; ¿́no conforman, acaso, un sistema negativo de estructura de la 
vida cotidiana que reproduce un mundo social-particular que hereda antepasados y luego representa 
contemporáneos? (Heller, 2002 y Shutz, 2003); estos jóvenes antepasados, estos niños contemporáneos.
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“Otros se han disparado, otros han buscado como ahorcarse, quizás quieren salir 
de ese, de ese barro” (Juliana, 2012). 27

La pulsión social cotidiana se constituye como el sentido destructivo 
de la acción social ante una textura cotidiana que se expresa en el límite como  
violento, carencial y doloroso que representa el drama de la vida dañada, vida da-
ñada que dispone como desgarro social, económico y político frente al ahora idí-
lico barrio Cristo Rey de la primera mitad del siglo xx. El reconocimiento, el en-
cuentro, la solidaridad, la organización, la confianza y la memoria son elementos 
que constituían la vecindad y convivencia entre los vecinos, aunque esto parece 
cada vez más débil. Hoy el tejido relacional del barrio evoca a una interacción social 
fragmentada, un retorno a una suerte de individualidad, y ésta es otras de las claves 
que explicaría el declive de la vida pública, de la participación y organización 
politizada de los habitantes del barrio.

Tercera línea: la salvación religiosa frente a la tragedia  
de la vida dañada y el abandono institucional-estatal

El abandono histórico del Estado y de la Municipalidad con sus políticas públi-
cas negativas han destruido el tejido histórico organizativo que originó que las  
organizaciones de carácter religioso tomen preponderancia. En lo concreto,  
las iglesias evangélicas no tienen un peso significativo; sin embargo, las dos orga-
nizaciones católicas han llegado a sustituir la labor social que cumplían las Jun-
tas Progresistas y, en menor grado, a las Asociaciones de Desarrollo Comunal.  
La primera experiencia es liderada por un padre jesuita que estableció un hogar 
para niños y niñas en el barrio Cristo Rey y Sagrada Familia, cuya misión es brin-
dar apoyo académico a niños, niñas y jóvenes.

La segunda, es la asociación católica Obras del Espíritu Santo (oes)  
fundada en el año 2000;28 esta organización tiene un impacto fundamental en la 
dinámica del barrio por medio de una serie de programas de asistencia social, ta-
les como: escuela, guardería para niños, comedor, un pequeño parque de diver-
siones, granja, vivero hidropónico, un centro de reciclaje, etcétera. No es casual 

27 “Otros se han disparado, otros han buscado como ahorcarse, quizás porque quieren salir de ese, de 
ese barro” (Juliana, 2012).

28 Organización de bien social que cuya meta es atender a las problemática que enfrenta las poblacio-
nes vulnerables tanto dentro como fuera del territorio nacional y que cuenta con más de 40 programas.
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que la infraestructura de la oes se apropie, prácticamente, de todo el centro del 
barrio Cristo Rey.

La actividad de la oes, no sólo es visible objetivamente sobre el territorio, 
los vecinos perciben que la acción de la misma ha logrado mejorar la calidad de 
vida del barrio Cristo Rey, así, habitantes como Adriana sostienen que la presencia 
de la organización religiosa ha logrado que el valor de la propiedad aumente, que 
por las calles y aceras del barrio se encuentren más policías, además, ha provocado 
que se dé un retorno de viejos habitantes; en suma hay una aparente repoblamien-
to del espacio barrial.

No es casual, entonces, que otros vecinos expresen que la oes es “los más 
grande del Cristo Rey” (Juliana, 2012) o que “lo importante lo hace la iglesia, sa-
car a jóvenes, tratar de sacarlos de las drogas, sacarlos” (Dennis, 2012). La acción 
social de la oes es percibida por parte de los habitantes del barrio como un acto 
altruista y desinteresado, así la acción de la asociación religiosa, es vista por un 
vecino como Dennis, como opuesta al actuar conformista del resto de los vecinos 
“que ayudan poco y, cuando lo hacen esperan ganancias de sus acciones”.

De esta forma la iglesia y su organización se presenta como una institu-
ción donadora de sentido, esperanza y salvación, para los habitantes en general 
y para las personar que viven en “Las Gradas” en especial; sin embargo, el creci-
miento, poder e impacto de las Obras como organización religiosa, ha provocado 
que sea vista —por algunos contemporáneos asociados— como obstáculo para la 
organización de base barrial, dado que su estructura organizativa ahoga y deses-
timula la posibilidad de acciones barriales que logren alcanzar las dimensión del 
impacto de las obras en el barrio.29

Frente a este panorama general, en la actualidad las organizaciones reli-
giosas alivian la situación de pobreza, exclusíón y violencia descrita en el apar-
tado anterior, pero su acción, genera tendencias que neutralizan la posibilidad 
de procesos orgánicos de participación y organización barrial al reproducir e 
inculcar lógicas asistencialistas entre los contemporáneos y asociados del barrio.

29 En relación a este efectos no deseado del trabajo del barrio; Adriana (2012) aporta dos reflexiones 
que dan sustento e esta argumento: “mucha gente deja de creer porque es la verdad deja de creer  
lo que es una asociación de desarrollo y ven que lo que están haciendo Obras del Espíritu Santo se está 
viendo, en más grande se ven muchas cosas que una asociación de desarrollo que tiene el apoyo de una 
Municipalidad de San José pero no tiene tanta fuerza” y “una asociación de desarrollo como es la de 
Cristo Rey puede unir […] pero convocar la que convoca las Obras del Espíritu Santo, una asociación 
de desarrollo no tiene tanto poder”.
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El sueño de la organización y la creación del derecho a la ciudad

Ahora bien, la compresión de la cultura política, participativa y organizativa del 
barrio supuso un largo viaje que, definió lo que se nombró como la tragedia de  
la vida dañada, lo cual significó identificar la sensibilidad que media la actitud  
natural cotidiana del mundo de la vida que fluye hoy, hegemónicamente, en el 
barrio Cristo Rey, pero este mismo movimiento implicó reconocer la sensibili-
dad participativa y organizativa politizada que históricamente había caracteriza-
do la actitud natural dominante del barrio.

El producto de esta estrategia del poder político-económico tiene actual-
mente un costo en vidas humanas y en la posibilidad de formas de apropiación 
democrático radicales de la ciudad, hoy la vida cotidiana dañada deja de ser epi-
fenómeno para ser, quizás, el fenómeno principal que destruye la cultura histó-
rico-política de lucha y la capacidad organizativa de los antepasados-asociados 
del barrio Cristo Rey.

Pero, a pesar de la “muerte de la organización”, la vida dañada y las di-
námicas destructivas de la memoria colectiva política, cotidiana y arquitectóni-
ca, a pesar del avance de lotes baldíos y bodegas que atrofian la memoria y los 
significados histórico-biográficos del barrio (Adorno, 2005). A pesar de estos 
esfuerzos sociales que diluyen, el encuentro30 los vecinos del barrio Cristo Rey 
anhelan el retorno de la organización barrial.

Hay un anhelo de organización que procure “una comunidad integrada, 
una comunidad que se preocupa por todas las situaciones, por el bienestar de 
los vecinos […] donde los niños no jueguen fútbol en la calle o que no le echen 
la policía a los nicaragüenses por sacar el bate y jugar softball” —sostuvo Fede-
rico— (2012); o el ansia que atesora Dennis (2012), al denunciar el bajo nivel 
de participación: “No nadie se ha puesto a decir: `¡Diay! […] vamos hacer una 
reunión y vamos a ir a las casas y vamos a ver cómo hacemos para, digamos, 

30 Las bodegas que se transmutan en testigos de la relación perdida: “Lo que no le genera a uno con-
fianza es ese montón de bodegas […] Ya se perdió esa relación, por ejemplo, si vos te vas caminando 
por aquí, yo creo que ya no saludo a nadie, a pesar de que te digo, que yo puedo tener 30 y pico de años 
de caminar estas calles y ya no te saludo a nadie” (Federico, 2012). Si los vecinos de Escalante dibujan 
el avance perpetuo del comercio y las oficinas; en barrio Cristo Rey, las y los vecinos, contemplan sus 
casas caer y convertirse en lotes en las que crecen bodegas: “Vos caminas por esos 100 metros hay ca-
sas a un lado, caminas 200 metros hay un lote grandísimo […] Enorme, si seguís directos por la diez, te 
encontrás unas bodegas ya cerradas: no hay casas […], de todas formas si se oye algo, nadie sale a nada” 
(Federico, 2012).
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arreglar la cancha de Cristo Rey y le ponen algo´, o bien el deseo de dos mujeres 
jóvenes del barrio por cambiar y limpiar el barrio de aquellos que viven en el 
sector de `Las Gradas´”.

Lo reflexionado por los habitantes del barrio Cristo Rey en torno a la ne-
cesidad de la organización, señala explícitamente tres elementos: 1) la vuelta 
a una comunidad que restablezca la vecindad, la preocupación por el otro; por 
el bienestar general; 2) el deseo por imaginar espacios de reunión de búsqueda 
casa por casa para provocar el acontecimiento de la reunión de los hoy no vecinos 
y transitar hacia la vecindad negada —la vencida del encuentro—; la finalidad de 
esta nueva organización barrial; y 3) un cambio en el espacio del barrio y en los 
habitantes del barrio.

Sin embargo, la tercer perspectiva de cambio —que sostienen las jóvenes—  
plantea un cambio y no una reforma; se acercan entonces a lo que Lefebvre trazó 
teniendo como “prisma privilegiado” la sociedad francesa del 1968: la impronta 
de espacio o lugares que procuren el encuentro y el reconocimiento, “lugares en 
los que el valor de uso suplantará el valor de cambio comercial y al beneficio” 
(1969: 124).

Mas el cambio expresado es restrictivo en tanto decanta en un nosotros 
contra un ellos que se constituye como otredad a ser extirpada.31 El cambio será, 
pero no con ellos, la otredad: “Las Gradas”, la gente drogadicta. Este cambio se 
inscribe, entonces, como una apropiación excluyente y elitista en continuo con 
el gettho elitista de los habitantes del barrio Escalante, en un espacio barrial his-
tórico y estructuralmente segregado.

Las reflexiones expuestas son más representativas en cuanto emergen de 
cuatro voces que representan la tercera, cuarta y quinta generación que deviene 
de los antepasados; por lo tanto, es contenido latente de la memoria histórica de 
resistencia y lucha, organización y participación y, por supuesto, es expresión 
evocada por la cotidianidad de la vida dañada. Es un halo de esperanza ante la 
negatividad destructiva que recorre el barrio y que casi cauteriza la posibilidad 
de autorizar la fuga utópica.

31 Y en este punto de la visión hay una cercanía crítica con el ghetto elitista de Escalante y con su 
perspectiva de espacios de control y de limpieza de la otredad sin valor para la ciudad, que se conde-
saba en la imagen del indigente. Las preguntas que habrían que trazar son: ¿cuál es el trayecto social 
que acaba expresándose en el indigente?, ¿qué tipo de organización social arroja a sus individuos a los 
pies de los edificios y de los paseantes, junto a las ratas, perros abandonados y las bolsas de basura 
saturadas de fast food descompuesta?
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Llegados a este punto, estamos justo en la discusión del derecho a la ciu-
dad que no se reclama en el corazón de la ciudad. Primero se realiza en la apro-
piación del barrio, no se equivoca Lefebvre (1969) cuando apunta: “El derecho a  
la ciudad no puede concebirse como un simple derecho de visitas o retorno  
hacia las ciudades tradicionales. Solo puede formularse como derecho a la vida 
urbana, transformada, renovada” (p. 138).

El cambio implica una ruptura con las formas excluyentes y segregativas 
de producir y habitar la ciudad: “Sólo puede formularse como derecho la vida 
urbana, transformada, renovada”, como un [buen sueño], que no podría emer-
ger de la potencia cognitiva del filósofo(a), del sociólogo(a), el político(a),o el 
economista, el arquitecto(a) o el urbanista: “Las relaciones sociales no las crea  
ni el uno no el otro […] únicamente la vida social (la praxis) en su capacidad 
global posee esos poderes […] O no los posee” (Lefebvre, 1969: 128); y la afir-
mación y la construcción del bienestar de los vecinos —y el juego de elaboración  
anterior y posterior que antecede y suscita esa mediación cognitiva— posibilita 
la construcción de un nosotros no la de un nosotros-otros.32

Ahora bien, “¿lo anterior acaso no exige la necesidad de un tiempo para 
estos encuentros, estos cambios?” (Lefebvre, 1968:124). La pregunta de Lefe-
bvre es corrosiva, pregunta por el tiempo para ejercer el derecho a la ciudad 
y, cuando lanza esta pregunta a la arena, lo que ilumina en relación con Cris-
to Rey33 es la asfixia del trabajo sobre el tiempo y las energías vitales de los  
 

32 Pero el: “o no posee” que expresa Lefebvre, apuntará al principio de realidad o al realismo político 
de aceptar que las fuerzas que empujan hacia la dialéctica de la destrucción están en manos del poder 
político del capital, hoy en día del capital de signo, traducidas en el plano de los urbanistas, mas son 
estas fuerza las que la praxis social y en especial de aquellos individuos, grupos y clases excluidas: 
los “anormales”, las que deberán de ser enfrentadas para poder desplegar su poder de apropiación y 
provocar lo que Harvey visualizó, siguiendo los principios liberales de Lefebvre y Marx; esto es, la 
creación-producción de un derecho a la ciudad “que es más que la libertad individual de acceder a los 
recursos urbanos: se trata del derecho a cambiarnos a nosotros mismo cambiando la ciudad” (s/f: 1).

33 Para escenificar la dimensión temporal en ambos barrios; para el caso de barrio Escalante el tiempo 
dedicado al trabajo, durante una semana es, para los hombres de 50.6 h y el tiempo de ocio representa 
19.4 h, las mujeres dedican 45.5 h de su tiempo a las actividades de trabajo y al ocio tan sólo 17.2 h. 
Las habitantes de Cristo Rey dedican un total de 53.2 h de su tiempo al trabajo y 17 h para el ocio; los 
habitantes del barrio Cristo Rey por su parte dedican 59 h a actividades laborales y cuentan con 17.2 
de tiempo libre. No se ha sumado el tiempo invertido en la vida doméstica; si se añadiera, la resultante 
es la asfixia casi total del tiempo libre. Además, es evidente la desigualdad en el intercambio –compra 
y venta de tiempo– en el mercado laboral entre los habitantes del barrio Escalante y el barrio Cristo 
Rey. El tiempo en general y de ocio, como se puede observar, están signados por procesos de discrimi-
nación por género y clase (Coto y Solís, 2013).
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pobladores del barrio. El derecho a la ciudad reclama y convoca el derecho al go-
bierno autónomo del tiempo, no hay producción y apropiación del espacio sin 
apropiación del tiempo expropiado a los habitantes —trabajadores— del Cristo Rey.

La posibilidad de un derecho a la ciudad, no puede nacer del ideario re-
formista de la visión de las élites aristocráticas pasadas y contemporáneas; tiene 
que pasar necesariamente por el acervo vivencial-existencial de aquellos que 
lucharon contra el exilio —pasado y presente—, que sufren la segregación ur-
bano represiva que los desplazó, desde el origen mismo de la fundación de la 
ciudad, del centro a la periferias, del norte al sur; al subsuelo de los excluidos, de  
los despropiados del tiempo y del espacio.

Tendremos algo sólido para mascar si pensamos en los barrios como órga-
nos mundanos de autogobierno. Nuestros fracasos en los barrios urbanos 
son en última instancia fracasos en la creación de autogobiernos locales. 
Y nuestros éxitos son éxitos de autogobiernos locales. Empleo la palabra 
autogobierno en su sentido más amplio, significando tanto la autogestión 
formal de la sociedad como la informal (Jacobs, 2011:145).

Pero quizás el dilema no sea la marcha o el acercamiento hacia el centro 
de la ciudad, de la capital, del poder, sino la producción o mejor sería señalar la 
creación de nuevos obras de poder en la ciudad. Para ello es necesario exigir y 
poseer el derecho al barrio, el derecho a la ciudad y al tiempo; sólo así, quizás, 
sea posible que los habitantes de Cristo Rey rescaten el sentido de la obra, del 
que han sido apartados y regenerar su conciencia y capacidad creadora (Lefeb-
vre, 1968).34

Reflexiones de cierre sobre la vida y la muerte en los barrios

Efectuado este recorrido se ha de reseñar lo expuesto en las evidencias cualitati-
vas para dar mayor detalle sobre la organización y la participación; esto debido  
a que los dos casos son muy diferentes en cuanto a la organización colectiva de la 
participación, por la historia y memoria colectiva y las condiciones sociodemo-
gráficas de los barrios, que han marcado el horizonte de la acción barrial.

34 Bajo la sensibilidad individualista y elitista de los habitantes del barrio Escalante, esto es casi imposible.
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A nivel de los resultados se puede concluir que la participación en el barrio 
Escalante, expresa la definición de una confianza más anónima e individualista,35 
siendo la organización vecinal un elemento que históricamente no ha sido fuer-
te. Por su parte, la participación en el barrio Cristo Rey refleja un acervo político 
histórico de lucha, con mayores experiencias de organización frente a las ne-
cesidades del barrio, desde las Juntas Progresistas Patrióticas hasta las actuales 
Asociaciones de Desarrollo.

Ambos barrios de la ciudad de San José se ven afectados por el avance de 
la ciudad que desplaza y sustituye las casas de habitación por oficinas, negocios, 
comercios y proyectos urbanísticos verticales que rompen con la lógica hori-
zontal del espacio urbano histórico que es característico del caso costarricense. 
Es claro que muchos de los habitantes de estos barrios josefinos reconocen estas 
dinámicas, como son las fuerzas de producción de la ciudad que arrasan y modi-
fican no sólo el espacio social de estos habitantes, sino que también modifican 
sus formas de convivencia, así como su memoria colectiva, su acervo biográfico 
y emotivo, y el mundo de la vida cotidiana que heredaron de sus antepasados.

Las preguntas que dan sentido a la organización emergen contra esta ló-
gica de innovación destructiva de la ciudad en el caso del barrio Escalante son 
conservar la herencia de los antepasados y la respuesta organizativa que repre-
senta en la asvebes. En contraste, los habitantes del barrio Cristo Rey añoran la 
vuelta de la organización, el retorno del vecino y la ruptura con el individualis-
mo inducido, el retorno de la participación, de la activa vida pública y política, 
del pasado que cada día se vuelve más difuso. Los habitantes del barrio Escalante  
ejercen el derecho a la ciudad, es decir, la ciudad proyectada y producida des-
de el poder político. Por su parte, para los habitantes del barrio Cristo Rey se 
presenta como un espacio social que no los contiene; así, el derecho a la ciudad  
es un derecho negado y sistemáticamente sustraído por la acción afirmativa 
del Estado en la destrucción de la organización barrial y, al mismo tiempo, por 
la acción negativa del Estado ante el abandono histórico e institucional pero  
 
 

35 El individualismo procura, produce y reproduce una suerte de participación endógena negativa, 
que coliga la relacionalidad del espacio vital del mundo de la vida pública en el límite con la sola po- 
sibilidad de la reproducción de este último bajo la dominación de lógicas de relacionalidad que posi-
biliten y garanticen la consolidación y reproducción del derecho a la intimidad y el derecho a la 
propiedad en una suerte de asimilación o instrumentalización de lo público para el fin último de  
lo privado fragmentado.
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también por “epifenómeno” resultante de la tragedia de la vida dañada y por la 
acción asistencialista de lógicas organizativas de orden religioso con un carácter 
desmovilizador.

Es así que, partiendo sólo desde un análisis cuantitativo, la realidad inme-
diata de ambos barrios evidenciaría que la organización y la participación barrial 
presenta tendencias hacia un retiró más que significativo de los habitantes de los 
espacios de la vida política, de la participación y la organización, al situarlos. En 
el marco de una perspectiva fenomenológica e histórica propia de la realidad es 
posible concluir que, para el caso del barrio Escalante hay una intensificación de 
los procesos de participación y organización barrial que tensiona la sensibilidad 
individualista tradicional de la idiosincrasia del barrio; fenómeno contrario al 
barrio Cristo Rey, donde se presenta una suerte de erosión en la vida organiza-
tiva y participativa del barrio, pérdida de la memoria colectiva de resistencia, de 
lucha y de organización desde una sensibilidad de izquierda.

El largo recorrido avanzado nos sitúa, sin duda, en los dilemas de la acción 
colectiva, en las limitaciones para el logro de la consecución de los bienes comu-
nes, en las disposiciones de los recursos de poder y relacionales de los habitantes 
de los espacios barriales que contienen la ciudad, todos ellos elementos que se 
ven afectados y condicionados por la situación y posición social de los vecinos 
que conviven y habitan los barrios.

El derecho a la ciudad es un sueño realizado para los ciudadanos que cons-
tituyen las zonas elitistas de la ciudad San José y un derecho por exigir para los 
vecinos que habitan el barrio Cristo Rey, son los barrios populares del sur, como 
espacios sociales marginados, excluidos y segregados. Sin embargo, queda de 
nuevo una duda: ¿el derecho a la ciudad es derecho para quién, para quiénes? Lo 
que está en juego es la disputa por la producción social del espacio.

Pero lo que se juega es la presencia de un peligro que deja ver que la 
“muerte” de los barrios no representa sólo el olvido de sus historias y de las 
biografías enlazadas con ella, la muerte de los barrios; significa la atrofia de la 
memoria de la ciudad; la destrucción, por tanto, de su memoria elitista. Si lo que 
decae es un barrio aristocrático como Escalante más desolador es aún, si lo  
que llegó a su ocaso, es un barrio obrero popular y empobrecido como Cristo 
Rey, porque esta muerte significa el olvido de memorias de lucha y testimonio 
de resistencia contra el arrasamiento del poder político y económico por las ca-
lles y aceras de la ciudad de San José.
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reforma y planeación urbana





Nuevos enfoques y herramientas 
 para la regulación del suelo en Argentina. 

Una lectura desde la perspectiva  
de la reforma urbana

Beatriz Cuenya*

Introducción

El control público del suelo ha sido un objetivo clave ya en las primeras pro-
puestas de reforma urbana que se formularon en América Latina con el objetivo 
de superar los problemas críticos de la urbanización y lograr sociedades y te-
rritorios más justos. A mediados de la década de 1960 y comienzos de 1970, el 
reconocido urbanista Jorge Enrique Hardoy sostenía que sin el control público 
de la tierra no había solución a la situación urbana de entonces y mucho menos 
a la futura. Y proponía una serie de medidas para lograrlo, incluyendo la función 
social de la propiedad (ya consagrada en la legislación de algunos países como 
Bolivia y Cuba) y la recuperación por parte del estado de las plusvalías genera-
das por sus propias actuaciones en el territorio.

El debate en torno a este tema tiene una enorme relevancia en el actual 
contexto latinoamericano y particularmente en el argentino. Es que, en las úl-
timas décadas, la propuesta de una reforma urbana ha sido reactualizada por 
amplios conglomerados de organizaciones sociales, académicas y legisladores 
que abogan por la aplicación de un nuevo derecho urbanístico en la región. 

* Investigadora y Directora del Centro de Estudios Urbanos y Regionales, del Consejo Nacional de 
Investigaciones Científicas y Técnicas de Argentina (ceur-conicet).
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Paralelamente, de la mano de administraciones progresistas, han comenzado  
a formularse y aplicarse un conjunto de instrumentos legales y urbanísticos para 
la regulación del uso de suelo que reconocen algunos principios de este nuevo 
derecho. A pesar de su creciente impulso y popularidad, la aplicación efectiva 
y extendida (en el tiempo y espacio) de estas herramientas resulta aún incierta, 
en la medida que éstas tropiezan con regímenes legales fuertemente arraigados  
que protegen los derechos de la propiedad individual por encima del interés 
social y enfrentan la oposición que ejercen los poderosos intereses ligados al 
capital inmobiliario.

En este texto se abordan dos cuestiones. Primero se reseñan los funda-
mentos y objetivos de las propuestas de reforma urbana que se plantearon en 
los últimos cincuenta años desde Argentina, teniendo presente el contexto la-
tinoamericano. En segundo lugar, se presentan algunos de los nuevos instru-
mentos que emergen desde comienzos de la década del dos mil, examinándose  
cuáles son los avances y obstáculos que ellos enfrentan desde la perspectiva  
de las ideas renovadoras que se discuten en la región.

Reforma urbana y la cuestión del suelo

A comienzos de 1970 Jorge Enrique Hardoy sostenía que: “sin el control público 
de la tierra urbana no hay solución a la situación urbana actual, mucho menos  
a la futura” (1970: 40). Se preguntaba porqué era necesaria una reforma urbana 
en América Latina. Respondía: no sólo porque cerca de la mitad de la pobla-
ción era urbana, sino porqué el patrón de urbanización que caracterizaba a la 
región respondía a un modelo colonial y neocolonial (formado durante los siglos 
de la colonia y consolidado desde el siglo xix cuando se afianzó el proceso ex-
portador) que había aparejado numerosos problemas. Entre otros: concentra-
ción de los beneficios de la urbanización en una o pocas grandes ciudades en de-
trimento del resto del sistema de centros y áreas rurales; fomento de un tipo de 
industrialización sin suficiente generación de empleos; crisis de los equipamien-
tos y servicios urbanos, así como deterioro del ambiente y del paisaje natural.

En consecuencia, la reforma urbana debía permitir superar los desequili-
brios regionales (a través de una mejor distribución en el territorio de la pobla-
ción, las inversiones, la red de transporte e infraestructura); terminar con la de-
pendencia de las ciudades del interior con respecto a la ciudad principal, y lograr 
una mayor integración entre áreas rurales y urbanas. En sus propias palabras, 
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Hardoy dice: “Lo que sugiero es la promoción de sistemas espaciales nuevos que, 
al romper con el modelo colonial y neo colonial, extraigan las ventajas de una 
integración gradual nacional y latinoamericana” (Hardoy, 1970: 35).1 En esa di-
rección, sostiene que la reforma urbana debía iniciarse mediante la creación de 
las condiciones legales, institucionales y financieras que permitieran asegurar el 
control público de la tierra urbana y suburbana necesaria para la expansión de 
las ciudades existentes y de las ciudades a crearse. 

Plantea el autor una serie de medidas específicas que ya habían sido enun-
ciadas en un trabajo anterior referido a los países de América del Sur (Hardoy, 
Basaldúa y Moreno, 1967). Para el corto plazo propone poner en uso tierras  
subutilizadas en manos del estado (ferrocarriles, ejercito) y alentar la adquisi-
ción pública de tierras en las zonas suburbanas (cuando todavía tienen precios 
bajos) para controlar el mercado de suelo. Para el mediano y largo plazo propone 
fijar niveles de precios que sean compatibles con las necesidades futuras y desa-
lentar la especulación. Por ejemplo, sugiere la necesidad de fijar un impuesto 
progresivo a los propietarios de más de un lote urbano o tierra baldía. En suma: 
delinea una serie de medidas que, según su propio punto de vista, no atentan 
contra la propiedad privada sino contra la especulación y el lucro desmedido.

En un trabajo posterior, que escribe con Oscar Moreno, los autores ajus-
tan los objetivos en relación al suelo. Y aproximan más la propuesta a una refor-
ma de tipo estructural, como la que se llevaba adelante en Cuba.2 Sostienen que 

1 Un ejemplo de esto serían las “regiones internacionales nodales” que combinan una intensa explo-
tación agropecuaria con industrialización, permitiendo que se genere un tipo de economía de escala  
dirigida a los mercados regionales y extra regionales así como una transferencia de conocimientos 
empresariales y técnicos que ofrezcan alternativas a las migraciones rurales-urbanas.

2 Los autores examinan las experiencias de reforma urbana que se estaban ensayando o que inten-
taban aplicarse en unos pocos países de la región. Distinguen tres tipos de reformas: estructural, 
normativa y aparente. La reforma estructural se constituye como un instrumento de desarrollo so-
cioeconómico y de transformación urbana a fondo en contextos revolucionarios, en los cuales la base 
de poder tradicional es reemplazada por otra respaldada por el apoyo popular. Este tipo de reforma 
era identificable sólo en Cuba y estaba expresada en Ley de reforma urbana de 1960. Consideran que 
Bolivia había aprobado también una Ley de reforma urbana que podía considerarse estructural (Ley 
de reforma de la propiedad urbana de 1954) pero que resultó ser muy incompleta en su aplicación. 
Un segundo tipo es la reforma normativa: constituye un proceso técnico dentro del marco jurídico 
vigente y respetando las instituciones existentes. No ataca la especulación de la tierra y vivienda 
y mantiene la estructura de dominación de los grupos de propietarios inmobiliarios, financistas y 
especuladores. No pretende la participación de la población ni la homogeneización ecológica en el 
espacio urbano. Es una reforma periférica que produce cambios parciales. Este tipo estaría represen-
tada por el proyecto de Ley de vivienda y desarrollo urbano elaborado y presentado al parlamento 
en Colombia (Proyecto de Ley 45 de 1969) pero que no fue aprobado. El tercer tipo corresponde a 
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la reforma urbana no podía limitarse a un mero sistema de administración de la 
tierra que controle la especulación. Que debía asegurarse a la tierra urbana su 
función social como recurso fundamental para la economía y la sociedad y no 
como un bien enajenable cuyo valor es determinado por las fluctuaciones del 
mercado (Hardoy y Moreno, 1972). Una de las medidas prácticas que formulan 
es la compra pública de tierra sin compensación inmediata; es decir la adqui-
sición de la tierra al valor de la tasación y no a valor del mercado y mediante 
bonos y no dinero. Argumentan que la reforma urbana debía complementarse  
y coordinarse con la reforma agraria para permitir, entre otros objetivos, la in-
corporación de la población entera a una sociedad integrada y la integración de 
los servicios mediante una red de infraestructura que elimine la dicotomía social 
y productiva entre ciudad y campo.

Se trata sin duda de una propuesta bastante más radical que la de los pri-
meros planteos de la década de 1970, puesto que se concibe a la reforma urbana 
como una etapa en un proceso político más amplio, “que busca mejorar el fun-
cionamiento económico del país, alcanzar una mayor justicia social y adecuar 
las ciudades a sus complejas funciones mediante una redistribución del poder 
político y de los recursos”. A pesar de estos audaces propósitos, los autores reco-
nocen que en América Latina ni siquiera se había iniciado una discusión amplia 
sobre el tema, que la bibliografía era muy escasa y que solo Cuba había em-
prendido un proceso de reforma urbana, ya que las leyes de reforma de Bolivia 
(1954) y Colombia (1969) habían tenido resultados muy limitados.

Reforma urbana y derechos humanos

Medio siglo más tarde, el debate por la reforma urbana es reactualizado en Ar-
gentina por un amplio conglomerado de organizaciones de base, instituciones 
sociales y universidades públicas, nucleadas en un movimiento denominado  
Habitar Argentina que, en 2005 y en ocasión del Día Internacional del Hábitat, 
lanza una Declaración por la Reforma urbana desde una nueva perspectiva: la 

lo que llaman la reforma aparente: es la que podrían intentar aplicar algunos países con disponibi-
lidad de recursos y muy presionados por encontrar soluciones a los problemas urbanos. A través de 
este tipo de reformas se harían eventuales concesiones en tierras urbanas y se mejorarían los niveles  
de servicios, educación y sanidad, pero se mantendría la estructura espacial y polarización en ba-
rrios diferenciados según la categoría socioeconómica de sus habitantes.
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de los derechos humanos y la democratización en el acceso al suelo y vivienda.   
La declaración por la reforma urbana incluye doce propuestas programáticas 
que van desde la protección legal del derecho a la vivienda y a la ciudad hasta  
la reforma tributaria, pasando por el derecho a la regularización dominial, la  
democratización en el acceso a los servicios públicos y la derogación de la fi-
gura de usurpación como delito penal, exigiendo la incorporación de los están-
dares de Naciones Unidas en materia de desalojos forzosos, entre otras formu-
laciones.3 

La declaración por la reforma urbana se concibe como una plataforma de 
discusión y de trabajo, con la idea de promover una agenda política en el país  
que “permita transformar las políticas públicas en políticas basadas en dere-
chos humanos” (Tedeschi, 2008: 2). Si bien la nueva propuesta de reforma ur-
bana es mucho menos ambiciosa, en cuanto a su pretensión de transformación 
integral de la sociedad y de los sistemas territoriales, que la que planteaban Har-
doy y Moreno a comienzos de la década de 1970, resulta extraordinariamente 
avanzada en cuanto a su propósito de modificar los enfoques nacionales domi-
nantes en la aplicación de la ley, acercándolos a los estándares internacionales en 
materia de derechos. 

En la base de la propuesta de reforma urbana hay dos argumentaciones. 
Por un lado, está el reconocimiento de que el sistema legal nacional (Constitu-
ción Nacional, Código Civil y la interpretación que se hace de estos textos lega-
les cuando se aplica la ley y se formulan las políticas urbanas) regula los dere-
chos de propiedad desde una perspectiva extremadamente conservadora. Una 
perspectiva que enfatiza los derechos individuales de la propiedad por encima  
de las obligaciones hacia el bienestar común que emanan del ejercicio de tal de-
recho y que limita el poder que tiene el Estado para fijar limitaciones admi-
nistrativas (por ejemplo tributos, expropiaciones, obligaciones). El predomi-
nio de este enfoque legal denominado tradicional o civilista ha implicado en la 
práctica tolerar ejercicios abusivos del derecho de propiedad, y ha contribuido  

3 Se propone asegurar: 1) protección legal del derecho a la vivienda y a la ciudad, 2) democratización 
del acceso a la tierra e inmuebles urbanos, 3) derecho a la regularización, 4) no violación de los de-
rechos humanos en los procesos de desalojo y derogación del delito de usurpación, 5) democratiza-
ción del acceso a los servicios públicos, 6) participación de las personas y organizaciones implicadas 
en las políticas urbanas, 7) fortalecimiento de los procesos de autogestión del hábitat, 8) desarrollo 
urbano sin discriminación, 9) acceso a las áreas centrales urbanas, 10) promoción de políticas urba-
nas y de vivienda con sentido redistributivo, 11) reforma tributaria, y 12) reforma de la Ley federal  
de vivienda.
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a generar injusticias sociales que se manifiestan de variadas formas: aumento 
creciente de los desalojos forzosos y ejecuciones judiciales ligadas a la propie-
dad; tratamiento de la usurpación de suelo como delito penal; persistencia de un 
patrón de desplazamiento de los pobres de los centros urbanos; falta de freno 
a la especulación inmobiliaria por parte de la planificación y políticas urbanas  
y la omisión del rol de los pobladores como constructores de la ciudad (Decla-
ración por la Reforma Urbana, 2005).

Por otro lado, al mismo tiempo, de manera contradictoria y en conflic-
to con la realidad antes descrita, se admite que el sistema legal nacional ha  
incorporando un conjunto de derechos universalmente aceptados para garan-
tizar condiciones de vida digna a la población. Por ejemplo, la Constitución 
Nacional defiende desde hace medio siglo el derecho a una vivienda digna.  
Y desde 1994 ha vuelto a reconocer la función social de la propiedad, a través 
de la inclusión con jerarquía constitucional de la Convención Americana de De-
rechos Humanos (Pacto San José de Costa Rica), que reconoce ese principio. 4 
Así, entonces, emerge como idea fuerza en esta propuesta de reforma urbana el 
reconocimiento de que la humanidad ha avanzado en la aceptación de un con-
junto de derechos que son establecidos de acuerdo a estándares, procedimientos 
y obligaciones aceptados internacionalmente. Y que dentro de nuestro sistema 
jurídico nacional existe la posibilidad de hacer cumplir un enfoque de derechos. 
Desde esta perspectiva, se hace necesario por lo tanto dar una batalla legal den-
tro del sistema jurídico y una batalla política dentro del sistema político. 

Hay que decir que estas ideas forman parte de un movimiento latinoa-
mericano más amplio por la Reforma Urbana que, bajo el liderazgo de Brasil 
(Estatuto de la Ciudad de 2001) y Colombia (Ley 388/97), propugna la necesi-
dad de un nuevo orden jurídico urbanístico en la región. Esto es: un conjunto de 

4 La función social de la propiedad había sido consagrada por la Constitución de 1949 y posterior-
mente derogada por la dictadura de 1955. El artículo 21 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, incoporado a la Constitución argentina con la reforma de 1994, establece que toda persona 
tiene derecho al uso y goce de los bienes, pero que la ley puede subordinar tal uso y goce al interés 
social (art. 21 inc 1º, incorporado como Ley Constitucional por el Art. 75 inc 22 de la Constitución 
Nacional y por ende con mayor rango que el Código Civil actual-Ley Nacional Nº 370 y sus modifica-
ciones. Por otro lado, esta función social es concordante con los siguientes artículos de Constitucio-
nes Provinciales, a saber: 15º de Santa Fe; 67º de Córdoba; 33º de La Pampa; 45º de Formosa; 111º de 
San Juan; 75º de Salta; 8º de Catamarca; 20º de Chubut; 36º de Jujuy; 60º de La Rioja; 35ºde San Luis 
y 99º de Santiago del Estero; estuvo presente en el artículo 38º de la Constitución Nacional de 1949 y  
se encuentra explicitada en el art. 10º inc. d) de la Ley de Acceso Justo al Hábitat de la Provincia de 
Buenos Aires, Petrelli, 2013).
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principios, criterios e instrumentos para la construcción de ciudades más justas. 
El principio estructurante de ese nuevo orden jurídico es la función social de 
la propiedad. Su aplicación supone (al igual que en la propuesta de Reforma 
urbana planteada por Hardoy) la supremacía del interés público sobre el interés 
particular, junto con la aplicación efectiva de las limitaciones administrativas a  
la propiedad y el ejercicio de un planeamiento urbano más inductor que regula-
dor. Otros principios son la función urbana descentralizada, la justa distribución 
de costos y beneficios de la urbanización, la recuperación pública de las plusva-
lías generadas por las actuaciones del estado y la regularización de asentamien-
tos informales5 (Fernandes y Alfonsín, 2010).

Nuevos enfoques y herramientas para regulación del suelo en Argentina

La influencia de las ideas y propuestas renovadoras antes reseñadas se hace 
sentir en el sistema político argentino a partir de la última década, cuando co-
mienzan a discutirse, aprobarse y aplicarse distintas herramientas legales y ur-
banísticas que reconocen de modo explícito la influencia de Brasil y Colombia. 
La difusión e instalación de estas ideas es promovida a través de publicaciones,  
seminarios, foros de debate y audiencias públicas en las que interactúan nú-
cleos académicos, organizaciones sociales, legisladores y gestores de distintas 
fracciones políticas. 

Pero, la puesta en marcha de las diversas herramientas no responde 
simplemente al clima de ideas que se vive en la Región. También intenta dar 
respuesta a dos núcleos de problemas estructurales. Por un lado, la exclusión 
socio-territorial que afecta a miles de familias pobres y que persiste pese a la 
recuperación salarial y a la caída del desempleo, logrados por las políticas nacio-
nales instrumentadas desde 2003 bajo el lema de “crecimiento económico con  
inclusión social”. Por otro lado, el sostenido avance de la promoción inmobi-
liaria abocaba a la producción de hábitat para los segmentos más pudientes de 
la sociedad, que ha generado un fuerte aumento en los precios del suelo y ha 
alimentado procesos de especulación del suelo, poniendo en jaque las propias 
políticas públicas; por ejemplo la masiva política social de vivienda tropieza con 

5 Varios de estos principios ya han sido reconocidos en Brasil (Constitución Nacional de 1988 y Esta-
tuto de la Ciudad de 2001) y Colombia (Ley 388 de 1997).
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el límite de la escasez de suelo para desplegarse. Todos estos factores justifican 
y legitiman la introducción de nuevos instrumentos legales para combatir la es-
peculación y absorber las rentas extraordinarias que se generan con el boom de 
la construcción, en beneficio de las políticas sociales urbanas (Cuenya, 2011).

La puesta en práctica de estas herramientas es todavía muy incipiente. 
Sin embargo, ya pueden constatarse algunos resultados concretos que muestran 
distintos niveles de avance. 

A nivel nacional, por primera vez en décadas, se han formulado tres pro-
puestas de leyes dirigidas al ordenamiento territorial urbano en todo el territorio 
de la nación. Todas ellas incorporan un conjunto de nociones e instrumentos 
nuevos de gestión, dentro de las cuales se destacan las referencias a “la recu-
peración de plusvalías urbanas” y la “justa distribución de costos y beneficios  
derivados del desarrollo urbano entre propietarios, desarrolladores y sector 
público”. Aún no tienen estado parlamentario (H. Cámara de Diputados, 2007; 
Corti, 2008 y 2010; Maldonado, 2010; Augsburger, 2010).

A nivel provincial, el ejemplo más relevante es el de la Ley de Acceso justo 
al hábitat (Ley 14.449) de la provincia de Buenos Aires.6 Luego de un amplio 
debate, la ley fue aprobada a fines de 2012, con el apoyo de diversas organi-
zaciones sociales, profesionales y académicas, pese a la fuerte oposición de las 
cámaras inmobiliarias. La nueva ley contiene tres principios rectores totalmente 
nuevos en el sistema jurídico normativo argentino: el derecho a la ciudad y a 
la vivienda; la función social de la ciudad y de la propiedad; y la gestión demo-
crática de la ciudad. La nueva norma también fortalece la capacidad de gestión 
del suelo, tanto a nivel provincial como municipal, a través de la creación de 
un conjunto de mecanismos de regulación y de herramientas de recuperación 
y redistribución de plusvalías. Entre las herramientas operativas también se 
proponen formulas nuevas para resolver la falta de acceso a la vivienda digna 
de los sectores de menores ingresos. Sobresalen tres: i) el establecimiento de 
zonas, reservas y cesiones de suelo destinadas a programas de vivienda social 
(obligatoriedad de las urbanizaciones privadas como clubes de campo, barrios 
cerrados, cementerios privados, grandes establecimientos comerciales de ceder 
un porcentaje de suelo para vivienda social; facultad de expropiación otorgada 

6 La provincia de Mendoza es la primera en dictar en 2009 una ley que establece el principio de recu-
peración de plusvalías (Ley 8051/2009 de Ordenamiento Territorial). También la provincia de Tierra 
del Fuego elabora en 2011 el Proyecto de Ley de Ordenamiento y Gestión Territorial, incluyendo 
instrumentos de recuperación de plusvalías por parte de la provincia y los municipios.  
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al organismo provincial); ii) participación de los municipios en las plusvalías 
urbanas generadas por la acción urbanística; iii) consorcios urbanísticos como 
fórmula de asociación público-privada para ampliar la oferta de tierra urbaniza-
da. A raíz de esta iniciativa, se analizan en la actualidad normativas similares en 
las provincias de Chaco, Río Negro y Santa Fe.

A nivel municipal, la ciudad de Rosario (1.2 millones de habitantes) apa-
rece liderando un proceso de reforma en sus instrumentos de planeamiento  
y de gestión urbana. En 2004 se crea un instrumento totalmente nuevo en el 
país denominado Contribución compensatoria por beneficios extraordinarios en 
urbanizaciones y edificaciones en Rosario. El concepto y la definición de este ins-
trumento están incluidos en el nuevo Plan Urbano Rosario. Se establece que, 
cuando se verifica un mayor aprovechamiento urbanístico como producto  
de cambios normativos (cambios de usos, alturas, factores de edificabilidad u 
otras modificaciones) corresponde al propietario el pago de un “precio compen-
satorio” (Plan Urbano Rosario 2007-2017). Se contemplan diversas modalida-
des de captación de los recursos: aporte monetario, ejecución de obras o dona-
ción de tierras. La normativa sancionada resulta trascendente porque distingue 
implícitamente entre el derecho sobre el suelo y el derecho a construir sobre 
el suelo, en el que tiene injerencia el estado. Pero además, el interés del ins-
trumento radica en la asignación de los fondos obtenidos por esa contribución: 
Fondo de tierras, Fondo de obras públicas, Fondo de preservación urbanística 
y Fondo para la construcción de vivienda para sectores medios. También los 
recursos pueden aplicarse a la ejecución de obras o construcción de viviendas 
sociales a cargo de los propietarios-desarrolladores.7 De acuerdo a un balance 
oficial preliminar realizado a fines de septiembre de 2013, se habían recaudado 
fondos por un total de poco más de 120 millones de pesos, en proyectos edilicios 
regulares, y 282 millones en grandes emprendimiento; cifras que representan 
un significativo porcentaje del exiguo presupuesto municipal ejecutado en 2012 
(Cuenya y González, 2013).

7 La operatoria del instrumento está desarrollada en un conjunto de ordenanzas que, a lo largo de casi 
una década (2004-2013) fueron ampliando su ámbito de aplicación, desde un sector del área central 
hasta abarcar toda la ciudad. Las ordenanzas también fueron ajustando los valores de la Compensa-
ción, así como la proporción de su asignación a cada Fondo específico (Cuenya y González, 2013).
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Otros gobiernos locales también han comenzado a introducir reformas en 
sus normas e instrumentos de gestión urbana. El Municipio de Malvinas Argen-
tinas (provincia de Buenos Aires) ha aprobado el Plan de Ordenamiento y Desa-
rrollo Urbano de 2005–2015 (Ordenanza Nº 766/2004). Entre los instrumentos 
tributarios, de financiación y de ejecución se mencionan las denominadas “apor-
taciones urbanísticas”, exigibles al propietario del bien inmueble por acciones de 
urbanización y/o edificación. Se establece que la “aportación” por mayor valori-
zación será exigible solamente cuando resulte ser superior al treinta por ciento 
del valor original del inmueble. El Municipio de Trenque Lauquen (provincia 
de Buenos Aires) modifica la Ordenanza Fiscal agregándole al tradicional tribu-
to Contribución por Mejoras (que sólo tiende a financiar el costo de las obras 
públicas) un listado de hechos generadores que permiten capturar la mayor va-
loración de los inmuebles debida a actuaciones administrativas o inversiones 
municipales (Ordenanza 3184/2009). El municipio de Bariloche (provincia de 
Río Negro) dicta su Derecho de participación municipal en renta urbana diferencial 
que genere un mayor valor del inmueble ajeno a las acciones realizadas por el 
propietario. Ese mayor valor se reconoce cuando se produce como consecuencia 
de la modificación en los indicadores urbanísticos, del cambio de área rural a la 
urbana, o de la autorización a un mayor aprovechamiento de la potencialidad 
edificatoria de las parcelas, ya sea por elevación del Factor de Ocupación del 
Suelo y del Factor de Ocupación Total o por incremento del Área de Implanta-
ción (Ordenanza Nº 2.080/2010). El municipio de la ciudad de Salta introduce 
en su Código de Planeamiento Urbano Ambiental dos nuevos instrumentos: el 
Suelo Creado (art. 62 a 77), y la Transferencia del potencial Constructivo para 
fines de preservación del patrimonio y para fines urbanísticos (art. 78 a 92). 

Las perspectivas futuras

Es indudable que el conjunto de normas y herramientas recién descritas repre-
senta un paso adelante hacia ciudades más justas. Sin embargo, cabe advertir 
que son fuertes los obstáculos que debieron sortearse y los que restan por 
sortear para su aplicación efectiva y extendida en el territorio, lo que plantea 
dudas sobre las perspectivas futuras. 

El proceso de dar a luz la nueva normativa ha sido difícil y ha requeri-
do que sus impulsores tuvieran que ejercer presión sobre los cuerpos legis-
lativos de la nación. Ha exigido también capacitación y esclarecimiento a los  
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cuadros técnicos y políticos municipales, en el marco de audiencias públicas. 
También llevado a fuertes debates, muchos de los cuales han tomado estado 
público. Tal es el caso de la Ley de Acceso justo al Hábitat, que debió afrontar la 
fuerte oposición de las cámaras inmobiliarias que tildaron a la ley de comunista, 
con el argumento de que la cesión de suelo, que la ley exige a los barrios priva-
dos no es ni siquiera una expropiación sino una confiscación de suelo porque 
(según el fundamento esgrimido por un representante) “¡la expropiación por 
causas de utilidad pública requiere una indemnización al propietario!”. 

Pero además, la reciente reforma, actualización y unificación del Có-
digo Civil y Comercial de la nación, ampliamente debatida en el país durante 
2013 y aprobada en 2014, ha significado un doble freno a las reivindicaciones y  
propuestas impulsadas por el movimiento por la reforma urbana. Por un lado, 
porque el proyecto finalmente votado no incluyó la función social de la propie-
dad entre sus disposiciones y nuevos derechos, pese a que este principio había 
sido contemplado en el proyecto de reforma elaborado por una comisión bi-
cameral con participación de la Corte Suprema de Justicia. El argumento fue 
que no corresponde la inclusión de ese principio en el Código Civil sino en  
una reforma constitucional. Por otro lado, el nuevo Código sólo contempla for-
mas jurídicas que permiten regularizar los barrios privados y cementerios priva-
dos, a través de la figura de conjuntos inmobiliarios pero no considera ni prevé 
instrumentos para regularizar las villas, los asentamientos urbanos ni las tierras 
rurales de los sectores más pobres y vulnerables.

Este enfoque de la reforma del Código Civil ha motivado desaliento, pro-
testas y argumentaciones en contra por parte del conjunto de actores que había 
venido impulsando un cambio en la dirección contraria. En las etapas finales del 
tratamiento legislativo de la reforma, Habitar Argentina hizo público un comu-
nicado dirigido a los legisladores nacionales en el que manifestó su preocupa-
ción por estos temas.

Con preocupación recibimos la noticia de la supresión de este principio 
(función social de la propiedad) en el dictamen de comisión, lo cual con-
sideramos un grave retroceso que desprotege a los sectores más necesita-
dos de la sociedad. El reconocimiento de este principio es imprescindible 
para la constitucionalización y modernización del Código que lo ubique 
en línea con el derecho internacional de los derechos humanos. Su incor-
poración no afectaría el derecho de propiedad sino que lo armonizaría 
con el interés social, a tono con 14 constituciones provinciales y otros 
países de la región que poseen este principio con rango constitucional 



392 / El derecho a la ciudad en América Latina. Visiones desde la política

como Brasil, Bolivia, Chile, Ecuador y El Salvador (Habitar Argentina, 
2013).

Más adelante se interpela a los legisladores en estos términos:
Resulta indispensable que, en lo que está su alcance, el código procure 
resolver y atender la situación de informalidad y precariedad en la que 
viven millones de familias pobres urbanas y campesinas en nuestro país. 
Por ello, desde Habitar Argentina, hacemos un último llamado a los/as  
legisladores/as, a tomar en cuenta todos los argumentos y propues-
tas realizadas en las audiencias públicas e incorporar en el Código Civil  
y Comercial los derechos de los sectores cuyos derechos hoy se encuen-
tran ausentes en la discusión (Habitar Argentina, 2013).

Por su parte, el Centro de Estudios Legales y Sociales (organización con 
larga trayectoria en defensa de los derechos humanos en el país y con buena  
llegada al partido gobernante) ha manifestado que la supresión en el dictamen 
de Comisión de la función social de la propiedad es un grave retroceso que deja 
sin protección a los sectores necesitados de la sociedad (CELS, 2013). 

Paralelamente, otros integrantes de Habitar Argentina han sostenido que 
la ausencia del principio de la función social de la propiedad tendrá un efecto 
negativo para avanzar en políticas públicas de regulación del suelo y el merca-
do inmobiliario, necesarias para abordar los problemas estructurales del actual  
déficit habitacional (Chillier y Fairstein, 2013). 

Muchos especialistas han opinado que, si bien la reforma del Código  
Civil constituye una importante actualización de la jurisprudencia en ma-
teria civil y comercial, al reconocer nuevos derechos reales (por ejemplo el  
matrimonio entre personas del miso sexo, los derechos de las parejas que no 
se casan, o los de las familias ensambladas, entre otros), en lo que a derechos  
de propiedad se refiere, se optó por mantener la orientación liberal del antiguo 
código civil reafirmando los privilegios de las minorías propietarias.

Reflexión final

La flexibilización del derecho absoluto de propiedad en el sistema legal nacional 
genera temores y contradicciones aún dentro de gobiernos democráticos pro-
gresistas, lo que hace que el futuro de una reforma urbana con eje en la función 
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social de la propiedad o en el reconocimiento de derechos de los más vulnera-
bles parezca todavía lejano. 

A pesar de su creciente impulso y popularidad, la aplicación efectiva  
y extendida (en el tiempo y espacio) de las nuevas herramientas que he nom-
brado en este trabajo resulta incierta. Por un lado, éstas tropiezan con regíme-
nes legales fuertemente arraigados que protegen los derechos de la propiedad 
individual por encima del interés social y, por otro, enfrentan la oposición de los 
poderosos intereses ligados al capital inmobiliario.

Sin embargo, desde una perspectiva más optimista, también hay que ad-
vertir que varias herramientas han surgido y en algunos casos se están aplican-
do sin esperar que se hubieran producido cambios en la legislación nacional.  
Es decir que existe un margen de acción que otorga la Constitución nacional y  
las constituciones provinciales a sus municipios para establecer regulaciones  
y controles sobre el uso del suelo. Y ese margen ha sido usado por algunos go-
biernos locales con suficiente decisión política que encontraron soluciones crea-
tivas y las pusieron en práctica. 

Algunos especialistas coinciden en que la necesidad de facilitar el ac-
ceso al suelo y a la vivienda a los sectores populares ha llevado a muchos mu-
nicipios a dinamizar normas y procedimientos administrativos con una clara 
dirección social, lográndose algunos resultados alentadores en la regulación 
del mercado suelo (Scatolini, 2010).

Desde mi punto de vista sería necesario ampliar ese margen de acción, 
enfatizando las iniciativas en el control de los derechos de construcción sobre el 
suelo, separándolos de los derechos de propiedad sobre el suelo. Esto permitiría 
al estado capturar de manos de propietarios y del capital inmobiliario al menos 
una porción de los excedentes que se despliegan como entorno construido. Se 
podrían capturar los beneficios ganados de manera inmerecida porque son be-
neficios que si bien se manifiestan como valorización de suelo privado derivan 
de las normas urbanas definidas y redefinidas por el estado. Esta posibilidad no 
me parece menor sino que resulta un paso fundamental hacia la reforma urbana, 
que podría hacerse desde el ámbito de la planificación y las políticas urbanas.
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Los sujetos patrimoniales  
del centro histórico: de la valoración  

identitaria a la valorización mercantil.  
Una exploración inicial desde  
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El patrimonio no tiene sentido (otro que económico) si no  
es en relación a una identidad y a las instituciones que  

contribuyen a construirla y afianzarla.
Françoise Choay1

En las últimas décadas, la gestión de varias ciudades en América Latina y el 
Caribe ha puesto especial énfasis en la llamada “recuperación” de sus centros 
históricos mediante políticas de conservación, “planes de manejo” o normativas 
que regulan el uso del suelo y la edificación, acciones de rehabilitación de la in-
fraestructura urbana y del parque habitacional, mejoramiento de espacios públi-
cos y de la imagen urbana. A este proceso, que estuvo inicialmente en manos del 
Estado a nombre del valor que el patrimonio histórico significa para la memoria 
y la identidad colectiva, se han incorporado progresivamente distintos sectores 
sociales, constituyéndose así un universo de sujetos patrimoniales cada vez más 
diversos y no pocas veces contrapuestos.

Este proceso que Françoise Choay conceptualiza como “invención del  
patrimonio urbano” constituye un proceso reciente (Choay, 2007: 161 y ss). Este 
espacio calificado como “centro histórico” es el resultado de una “construcción 
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Ciudad y Patrimonio a.c., Ciudad de México.

** Consultora independiente, doctorante en Sociología de la Universidad Autónoma Metropolitana 
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1 Choay, 2006: 322 (la traducción del francés al español es de los autores).
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jurídica”2 en el marco de una política pública de conservación y protección del 
patrimonio histórico, inicialmente limitada a “monumentos históricos” y que se 
fue ampliando a “zonas” urbanas patrimoniales. La investigación urbana acom-
pañó este proceso con análisis que suelen centrarse en la acción pública estatal 
en términos de legislación, de creación de instituciones, de formas de gestión  
o financiamiento. 

Sin embargo, la producción del patrimonio histórico urbano refiere, más 
holísticamente, a una construcción social que involucra no solamente la acción 
del Estado sino también una diversidad de actores, intereses, visiones y hasta de 
imaginarios. En este sentido, en la medida en que un centro histórico es resulta-
do de un proceso de producción social complejo, también histórico, parece per-
tinente llevar a cabo análisis que den cuenta de los sistemas de actores sociales  
y de los procesos políticos que determinan, regulan y conducen sus dinámi-
cas sociales, económicas, culturales y espaciales. 

Una de las relaciones sociales que se encuentran subyacentes al sistema 
de actores de un centro histórico es la que se refiere al valor patrimonial que le 
asignan. Este proceso de valoración patrimonial, o de “patrimonialización”, ha 
variado a lo largo del tiempo, en función de los distintos objetivos que tanto el 
Estado fue asignando a su exaltación como los demás actores sociales y econó-
micos a su utilización; es decir, al ritmo del “rejuego de los distintos intereses  
sociales y políticos” (Florescano, 2003: 35). De hecho, en la actualidad se esté 
dando una redefinición de la idea de patrimonio cultural que lo aleja de la com-
prensión inicial del patrimonio entendido como un conjunto de bienes que  
es propio de un grupo social, que lo distingue de los demás y que, en este senti-
do, es fuente de identidad. En efecto, las instituciones y las acciones centradas 
tradicionalmente en la preservación del patrimonio histórico como “bien co-
mún” se están enfrentando en la actualidad a intereses económicos y comer-
ciales particulares, que tienen otra concepción del patrimonio cultural y que lo 
perciben como una oportunidad de valorizar un capital inmobiliario, comercial 
o financiero.

Esta transformación del concepto de patrimonio cultural, y más especí-
ficamente la de “patrimonio cultural urbano”, se inscribe dentro de los proce-
sos de cambio de las relaciones entre el Estado y la sociedad, entre el capital y 

2 Patrice Melé. 1995. “La construcción jurídica de los centros históricos: patrimonio y políticas urba-
nas en México”, en Revista Mexicana de Sociología, vol. 57, núm. 1, enero-marzo, pp. 183-206.
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la sociedad, y entre el capital y el Estado (Florescano, 2003: 41-42). Son estos 
procesos que definen y redefinen la acción pública en un centro histórico me-
diante la emergencia de nuevos actores con intereses dominantes en torno al uso 
del patrimonio cultural urbano ¿Cuáles son estos sujetos patrimoniales “históri-
cos” que “producen y reproducen los centros históricos”? (Carrión, 2010: 135). 
¿Cuáles son hoy en día los “sujetos patrimoniales” que se disputan la herencia 
patrimonial del centro histórico? Intentaremos una exploración inicial de estas 
preguntas a partir de lo que nuestra propia experiencia de gestión nos permitió 
aprehender3 en el centro histórico de la Ciudad de México.

La ciudad histórica y sus actores

Los centros históricos se caracterizan todavía por una gran heterogeneidad de 
usos del suelo y de funciones urbanas y, por lo tanto, de una gran diversidad  
de actores, intereses y prácticas sociales. El centro histórico es ciudad. De hecho 
fue en algún momento de la historia urbana, la ciudad toda. En esto se distingue 
de las periferias cuya homogeneidad de uso, mayoritariamente el habitacional, 
hace que no sean ciudad sino “asentamientos”; en el mejor de los casos una ciu-
dad en proceso de consolidación.

Pero si bien el centro, en su centralidad, se contrapone a la periferia, tam-
poco puede entenderse al centro sino es en relación a la ciudad en su conjunto. 
De ahí que los actores sociales que actúan en el escenario del centro histórico 
no sean solamente los que habitan (viven y trabajan en él), tampoco solamente  
los que lo practican como visitantes y turistas, sino también los que, por distin-
tas razones y con distintos objetivos, expresan un proyecto para su desarrollo 
presente y futuro. 

Patrimonio cultural y relaciones de propiedad

Un primer discriminante que incide en las prácticas de los distintos actores so-
ciales en el centro histórico es el tipo de tenencia de los bienes inmobiliarios. 

3 En nuestra calidad de funcionarios del Fideicomiso Centro Histórico de la Ciudad de México entre 
los años 1997 y hasta 2002.
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De cara al patrimonio edificado del centro histórico no es lo mismo ser o no 
propietario. En términos de propiedad raíz, antes de ser patrimonio de la colec-
tividad, los bienes inmobiliarios del centro histórico se inscriben dentro de las 
relaciones de propiedad. En el caso de la Ciudad de México, la tercera parte de  
los 9 000 inmuebles contenidos en el perímetro B del centro histórico son  
de propiedad pública, administrada por el gobierno nacional o local. Pero al mis-
mo tiempo, alrededor de 80% de los inmuebles catalogados como de valor pa-
trimonial cultural son de propiedad privada. 

He aquí una tensión muy poco analizada entre un bien de propiedad pri-
vada que a su vez se enuncia como teniendo un valor patrimonial para el con-
junto de la sociedad, de la “nación” y hasta de “la humanidad”. No son pocos los 
propietarios de inmuebles “catalogados” que señalan las trabas que esto repre-
senta para el libre ejercicio de sus derechos de propiedad. En México, algunos 
llegaron incluso a protestar por el carácter anticonstitucional de dichas restric-
ciones; ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contra la Ley Federal 
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos (1972) por 
ser violatoria del derecho de audiencia consagrado en el artículo 14 de la Cons-
titución de los Estados Unidos Mexicanos.4 

Se suele caracterizar a los propietarios inmobiliarios como el grupo que 
ha logrado imponer sus intereses en la zona, al beneficiarse de un negocio  
que sigue siendo sumamente rentable (el alquiler) y que es capaz de apropiarse 
de las rentas generadas por la obra pública (Perló, 1988: 70). Sin embargo, los 
propietarios no constituyen un grupo homogéneo y es probable que sus estrate-
gias en relación a la valorización de un centro histórico sean muy variadas y, a 
veces incluso, contrapuestas.

Podemos distinguir a los pequeños propietarios que hacen uso de su pro-
piedad para vivienda y actividades económicas de las compañías inmobiliarias 
como en el caso de la Sociedad Inmobiliaria “Centro Histórico de la Ciudad de  
México s.a. de c.v.”, centmex. Al 31 de diciembre de 2007, esta Compañía In-
mobiliaria contaba con 51 inmuebles en el Centro Histórico de la Ciudad de 
México, los cuales representaban un valor neto de $ 781 millones 122 mil  
 

4 La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que este derecho consiste en otorgar al gober-
nado la oportunidad de defensa previa al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o 
derechos.
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pesos, sobre una superficie predial de 29 759 metros cuadrados.5 El hecho de 
que la compañía centmex sea controlada indirectamente por la familia Slim y 
el Grupo Carso ha sido evaluado, de forma a veces excesiva, como un control  
de los procesos de “rescate” del centro histórico de la Ciudad de México por par-
te de uno de los hombres más ricos del mundo. Es así como David Harvey pudo 
escribir que “Carlos Slim había remodelado las calles del centro para agradar  
la mirada de los turistas” (Harvey, 2008: 37). El mito del Slim Center se deriva 
de la convicción, muchas veces no explicitada, según la cual es el capital (inmo-
biliario) que detona, conduce y se beneficia del proceso de “recuperación” del 
centro histórico. 

La discusión en torno a si es el capital que determina los procesos de 
cambio en el centro histórico no es nueva.6 Pero si bien concurren y convi-
ven los más variados y diversos capitales en un centro histórico (comercial,  
de servicios, inmobiliario o financiero), poco sabemos de ellos y muchos mitos 
se han tejido en torno suyo” (Perló, 1988: 72). Los escasos estudios que se han 
realizado sobre el mercado inmobiliario del centro histórico de la Ciudad de 
México (Perló, 1988 y 2002; Morales, 2010) tienden a mostrar que el mercado  
inmobiliario se caracteriza por una escasez de operaciones de compra venta  
de inmuebles (Perló, 1988: 73). Esta situación tiene que relacionarse con, por 
lo menos, tres realidades estructurantes del mercado: a) el hecho de que un ter-
cio de los inmuebles no circulan en el mercado por ser de propiedad pública;  
b) que un porcentaje significativo aunque difícil de estimar que la propiedad  
se encuentra en situación de tenencia irregular (propiedades intestadas, inmue-
bles invadidos) y, c) que muchos dueños de inmuebles corresponden en su ac-
tuar con respeto a su propiedad a la figura del “propietario no capitalista” enun-
ciada por Topalov.7 

Tal vez, esa sea la situación que caracterice más a los propietarios  
de inmuebles en el centro histórico, por lo menos en el caso de la Ciudad de  
México. Como comenta Topalov son los que “oponen al capital una real oposi-
ción”. Lo que podría por lo menos en parte explicar porque el ingeniero Slim no  

5 Estos inmuebles tienen giro comercial (27), habitacional (16), estacionamiento (5), hotel (3). So-
lamente 9 de ellos son considerados como monumentos históricos o artísticos (centmex, 2007: 6).

6 Véase el capítulo “Intereses capitalistas y transformaciones de las áreas centrales”, en Coulomb y 
Duhau, 1988: 103- 130.

7 Christian Topalov. La urbanización capitalista, Apartado 7.3.3. “Los propietarios no capitalistas del 
suelo”. México: Edicol.
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pudo llevar a cabo su intención de desarrollar un proyecto inmobiliario compac-
to en la parte sur del Centro Histórico, sino que los inmuebles adquiridos presen-
tan una alta dispersión geográfica, aunque ciertamente ubicada fundamental-
mente en la parte oeste del perímetro del Centro Histórico.

En cuanto a la propiedad pública, la investigación urbana no se ha intere-
sado suficientemente al peso que tiene el Estado como propietario de inmuebles 
en el centro histórico y a la gestión del patrimonio público del suelo. Llama la 
atención el contraste entre las declaraciones en torno a la protección del patri-
monio cultural urbano, por una parte, y por otra, la desatención, falta de man-
tenimiento y, a veces, hasta el abandono en que se encuentran varios inmue-
bles públicos. Tampoco han sido evaluados dos importantes prácticas de gestión  
del patrimonio público, inmuebles del gobierno de la ciudad: a) la gestión “so-
cial” mediante la desincorporación y expropiación a favor, por ejemplo, de pro-
gramas de viviendas de interés social, o bien; b) la entrega en comodato, a través 
de la figura del Permiso Administrativo Temporal Revocable (patr) del usufruc-
to de decenas de inmuebles a organizaciones sociales, de instituciones sin fines 
de lucro, sindicales y otros. Dos formas de gestión que, en los hechos, termina-
ron siendo procesos de privatización del patrimonio público.

Habitar, o no, el centro histórico 

El segundo gran discriminante que determina de forma importante los objetivos, 
estrategias, prácticas y hasta los imaginarios de los actores sociales, se refiere al 
habitar el centro histórico. Entendemos aquí por habitar un modo de relacionar-
se con determinado espacio con prácticas cotidianas de apropiación que se arti-
culan con estrategias de reproducción social y con sentimientos de pertenencia a 
un territorio y de identidad. 

La población que habita el centro histórico es muy diversa. Comprende, 
por una parte, la población residente en constante disminución, por lo menos 
hasta la última década, y por la otra, una población mal llamada “flotante” que 
cotidianamente trabaja (como empleadores o empleados) bien sea en unida-
des económicas privadas (comerciantes, prestadores de servicios), bien sea en  
las numerosas oficinas públicas todavía concentradas en el centro histórico. Los 
avances democráticos consideran que solamente la población residente tiene de-
recho a ser consultada en la elaboración de los programas de urbanismo. Sin em-
bargo, la población no residente que habita cotidianamente el centro histórico 
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multiplica por 5, por 10 y hasta por 15 a la primera, según el grado de densidad 
habitacional de cada zona. 

Por otra parte, el centro histórico recibe la visita de una población muy 
heterogénea de usuarios ocasionales, sean éstos habitantes de la ciudad o no.  
Estos visitantes foráneos (turistas), mexicanos o extranjeros no representan dia-
riamente más del 5% de la “población flotante”. Sin embargo, tienden a tener un 
peso mucho mayor en la elaboración de las distintas propuestas e inversiones de 
la acción pública, como también de los inversionistas privados. 

Los estudios de movilidad urbana (de “origen y destino”) si bien confir-
man la muy fuerte atracción que el centro histórico ejerce como espacio eco-
nómico y de empleo, no siempre son analizados en función de la distinción 
entre la población para la cual el centro histórico es el espacio estratégico de 
su reproducción social, de la que lo usa para ir de compras, para la recreación o  
la cultura.

Por otra parte, si bien los actores económicos que usan el centro histórico 
son muchos y muy diversos, creo que sabemos poco de las estrategias subya-
centes a la localización de las actividades económicas en ese espacio (tal vez, 
incluso, en cuanto a la implantación de las actividades económicas dentro del 
espacio urbano en general). Estas interrogantes refieren en particular a los dis-
tintos actores económicos inscritos dentro de la actividad comercial.

El centro histórico es un espacio en pugna

Las centralidades históricas se caracterizan por un alto grado de complejidad y 
heterogeneidad, producto de su propia historicidad, y que las hacen vivir diná-
micas inmobiliarias, sociales, económicas o culturales no pocas veces divergen-
tes. Estas dinámicas son las que generan un estado de permanente disputa por  
el espacio entre una multiplicidad de usuarios (Carrión, 2010: 135; Hanley, 2008, 
Duhau y Giglia, 2010). Es así como, por ejemplo, Carlos Morales, al analizar los 
tres distintos actores e intereses que compiten —a través de la renta inmobilia-
ria— por apropiarse del centro histórico de la Ciudad de México (culturales, 
viviendistas y comerciales), concluye que los intereses comerciales son am-
pliamente hegemónicos y pueden pagar una renta del suelo casi tres veces por  
encima del uso competidor que sería la vivienda (Morales, 2010).

La disputa no solo refiere al espacio construido sino también a los espa-
cios abiertos. La confrontación de intereses, económicos pero también políticos,  
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se ha cristalizado en muchos centros históricos en torno a la actividad en  
las calles y plazas del mal llamado comercio “ambulante”; y al reclamo de su reu-
bicación por parte de distintos sectores de la sociedad. Para las políticas públicas, 
el desalojo o reubicación de los comerciantes fuera del perímetro patrimonial 
suele presentarse no solo como una acción de “rescate” del disfrute de los es-
pacios públicos, sino también como una demostración de la capacidad de 
gobernar. El éxito de la acción pública puede proyectar al gobernante local hacia 
más altas responsabilidades políticas. 

Por otra parte, es de sobra conocida la (co)existencia, no pocas veces 
conflictiva, de una gran diversidad de instituciones con competencias nacio-
nales o locales en relación con los centros históricos (Carrión, 2013: 32 y ss;  
Rodríguez, 2006a:150). En el caso mexicano, se ha podido hablar de dos fami-
lias de leyes, reglamentos y, por ende, de instituciones referidas, por una parte  
al desarrollo urbano y, por la otra, a la protección del patrimonio cultural urbano. 
(Díaz-Berrio y González, 2010). En este sentido, coincidimos con Patrice Melé  
en que la multiplicación de actores públicos expresa la “existencia de varias  
legitimidades “públicas” en relación al “interés” también “público” que, se supo-
ne, representa el centro histórico para el conjunto de la ciudadanía, pero que  
pone en juego los interés muy particulares de cada institución.8 En este camino 
se entiende la propuesta de Fernando Carrión cuando sugiere que la erosión de 
la institucionalidad pública constituye un elemento de la erosión de los centros 
históricos (Carrión, 2013). 

Del lado de la sociedad civil, existe una importante efervescencia organi-
zativa. Las 200 organizaciones que pudimos censar en el año 2000 en el Fideico-
miso Centro Histórico cubrían un amplio espectro que iba desde el asistencialis-
mo empresarial hasta algunas ong’s defensoras del derecho a la vivienda o del 
derecho a la ciudad e impulsoras de proyectos para el Centro Histórico, pasando 
por las sesenta organizaciones corporativizadas del comercio ambulantes, de 
atención a grupos vulnerables, así como grupos culturales (gráfica 1). 

Sujetos patrimoniales y formas de gestión del centro histórico

Otra manera de analizar el juego de actores en el centro histórico consiste en 
referirse a la gestión y en particular, pero no solamente, al papel de la acción  

8 Véase el apartado, “Interés general y territorialización de la sociedad”, en Patrice, Melé, 2010: 233 y ss.
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pública. La gestión de los centros históricos pone en escena un conjunto de ac-
tores de lo más heterogéneo: gobiernos nacionales, autoridades locales, inicia-
tiva privada, ong, organizaciones vecinales, partidos políticos, organizaciones 
empresariales gremiales, profesionales del patrimonio, etcétera. En función de  
la posición dominante o subordinada de cada uno de los actores, del grado  
de legitimidad que les da el marco legal y reglamentario o el sistema de repre-
sentación política, se dan distintos tipos de gestión que a veces coinciden en el 
espacio y/o en el tiempo. 

Un patrimonio en disputa

La problemática urbana que viven los centros históricos no puede reducirse a 
una lucha entre distintos agentes económicos por apropiarse de las rentas in-
mobiliarias dentro un mismo territorio. En contra de lo que el vocablo utilizado 

Gráfica 1. Porcentaje de organizaciones sociales, civiles e Instituciones de Asistencia 
Privada (IAP´s) en el centro histórico de la Ciudad de México

Fuente: Elaboración propia con base en trabajo de campo realizado durante 1997-2000. Fideicomiso  
Centro Histórico. invi, Informes de trabajo 2000-2006 (mimeo).
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para designar este territorio parece afirmar, no es el carácter de histórico que 
lo define y permite entenderlo en su dinámica, sino más bien el hecho que se le 
asigna un valor patrimonial para el conjunto de la sociedad.9 Y es en las distintas 
formas de gestión que los centros históricos, expresan distintas formas de con-
cebir al patrimonio cultural, o distintos “paradigmas político-culturales” (García 
Canclini, 1999: 19). 

Un primero, que concibe al patrimonio a través de sus valores intrínsecos, 
como “un acervo de incuestionable prestigio histórico y simbólico” (Mantecón, 
2003: 42) y que requiere de su conservación, independientemente de su uso  
y utilidad social, pero también del valor que le otorga en su momento la socie-
dad. Una visión que García Canclini tipifica como “tradicionalista, sustancia-
lista”, Daniel Hiernaux como “patrimonialista” (Hiernaux, 2010), otros colegas 
como “conservacionista”  (Capron y Monnet, 2003: 112), en el sentido en que 
se centra en la conservación y preservación del legado histórico de culturas  
urbanas anteriores. Para Guenola Capron y Jerôme Monnet, la política conser-
vacionistas parece ser el resultado de una alianza entre intelectuales (arquitec-
tos, historiadores, sociólogos, cronistas, entre otros), periodistas y responsables 
políticos, “en nombre de la sacralización nacionalista de los testimonios del pa-
sado” (Capron y Monnet, 2003: 112).

Esta última afirmación debe ser matizada, debido a que la actitud de los 
distintos grupos sociales frente al patrimonio está muy lejos de ser homogénea. 
No existe una sola estrategia del capital privado o del Estado con respecto al 
patrimonio. La acción empresarial no siempre es sinónimo de agresión al patri-
monio, puesto que el aprecio por el valor simbólico puede a veces incrementar 
el valor mercantil de un patrimonio inmobiliario (García Canclini, 1999: 19-20).  
De la misma forma, los gobiernos locales y nacionales tienen también una “re-
lación ambivalente” con el patrimonio: lo utilizan bien sea para incrementar  
su legitimidad de guardián del interés público, o para valorizarlo entregándolo  
a las leyes del mercado. La misma ambivalencia puede encontrarse en las or-
ganizaciones sociales.

Al paradigma patrimonialista-conservacionista, se contrapone lo que  
Daniel Hiernaux denomina una visión “posmoderna”, centrada en el presente,  
la fragmentación de la continuidad histórica que conlleva una pérdida de memoria 

9 No se discute aquí la confusión conceptual que se genera cuando se equipara lo patrimonial y lo his-
tórico, cuestionando así el valor patrimonial de las creaciones culturales recientes o contemporáneas 
de una sociedad.
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y de las tradiciones históricas. Una concepción que prefiere denominar García 
Canclini de “mercantilista”, que ve en el patrimonio una oportunidad para valo-
rizar económicamente el espacio construido y que reúne actores tan disímbolos 
como agentes y promotores inmobiliarios, operadores turísticos, comerciantes, 
prestadores de servicios, técnicos y hombres políticos preocupados por el la sus-
tentabilidad económica del “rescate” del centro histórico (Caprón y Monnet, 
2003: 120).

Para Hiernaux, es a partir de la coexistencia y confrontación de estos dos 
“imaginarios” y de la confrontación entre estas dos temporalidades, el presente y 
el legado del pasado, que pueden interpretarse las transformaciones de muchos 
centros históricos en ciudades latinoamericanas. En esta confrontación estarían 
en juego dos asuntos de importancia: por una parte, el sentido de la historia de 
los pueblos, y por la otra, el sentido de lo público y de lo privado, es decir de una 
visión de los centros históricos como patrimonio usado y disfrutado por todos, 
en contraposición con la valorización del patrimonio cultural urbano como es-
trategia de desarrollo económico y turístico. 

Sin embargo, existen varias señales que indican que la confrontación tien-
de a resolverse en beneficio de la privatización y comercialización del proce-
so de revalorización. En esta perspectiva, el patrimonio cultural tiende a ser 
visto como una realidad objeto de intercambio mercantil y no como algo que 
es objeto de una apropiación. La atención se centra más sobre la conservación  
del objeto patrimonial y menos sobre construcción del sujeto patrimonial. 

La apropiación desigual del patrimonio

Sin embargo, hablar de patrimonio es referirse necesariamente a un proceso de 
valoración y por lo tanto de apropiación, que suele ser fuente de identidad para 
un(os) determinado(s) grupo(s), familiar, étnico, social o nacional. El patrimo-
nio cultural refiere a ese acervo de “elementos culturales —tangibles unos, in-
tangibles los otros— que una sociedad determinada considera suyos” (Bonfil, 
2003: 47). Pero poco se reconoce que todo patrimonio cultural, en su definición 
tanto conceptual como jurídica, es una construcción social y que, por lo tanto, 
es objeto de procesos diferenciales de apropiación. 

La investigación urbana apunta hacia una evidencia: amplios grupos so-
ciales no dan a la conservación del patrimonio cultural urbano la importancia, 
a veces la prioridad, que éste requiere porque no lo valoran suficientemente. 
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En este sentido, se puede afirmar que el acceso al patrimonio cultural es social-
mente muy desigual y que tiene que matizarse, como lo propone Néstor García  
Canclini, la afirmación según la cual el patrimonio cultural es una fuente univer-
sal de identidad.10

Asimismo, fuerza es de constatar que por lo general no se cuestiona la 
legitimidad social de los procesos que llevaron a distinguir como patrimoniales 
determinados bienes, sobre todo si la fuente legitimadora se encuentra en el 
carácter histórico del patrimonio heredado. De ahí la poca atención que ha me-
recido la pregunta de saber hasta qué punto el patrimonio cultural es objeto o no 
de un proceso de apropiación por parte de los distintos sectores de la sociedad, 
y también, de sí es realmente fuente de identidad para ellos. 

Pero si asumimos que no existe patrimonio alguno sin sujetos patrimo-
niales que lo reconozca como tal tiene que concluirse que el principal reto de 
la llamada “preservación” del patrimonio cultural urbano refiere a la capacidad  
que tiene determinada colectividad de lograr que un universo lo más amplio posi-
ble de sus miembros sienta ese patrimonio como suyo. 

¿Quiénes son los sujetos patrimoniales?

Del conjunto de actores sociales que hemos identificado anteriormente como 
actuando en el centro histórico, ¿cuáles son realmente sujetos patrimoniales, 
es decir las personas o grupos que no solo “producen o reproducen los centros 
históricos” (Carrión, 2010: 135), sino que son también los destinatarios de las 
políticas tutelares y los beneficiarios del acceso al disfrute del patrimonio cul-
tural que los centros históricos representan? La pregunta tiene como interés el 
de saber hasta qué punto determinada forma de gestión de un centro histórico 
puede plantearse como “democrática”, es decir, tiene como legitimidad la de 
estar bajo la participación pro-activa de un universo lo más amplio y diverso  
de sujetos patrimoniales.

No todos los actores sociales que actúan en el escenario del centro histó-
rico son sujetos patrimoniales, es decir no todos son portadores de derechos y 
obligaciones con respecto al patrimonio, su producción social, disfrute y protec-

10 “Los bienes reunidos en la historia por cada sociedad no pertenecen realmente a todos, aunque 
formalmente parezcan ser de todos y estar disponibles para que todos los usen [...] diversos grupos 
se apropian en formas diferentes y desiguales de la herencia cultural (García Canclini, 1989: 181).



Capítulo V. Reforma y planeación urbana / 409 

ción. El turista es un consumidor del patrimonio, no un sujeto patrimonial. Tam-
poco por habitar (residir y/o trabajar) se es un sujeto patrimonial. Se puede ser 
simplemente un receptor y un consumidor de acciones u omisiones por parte de 
sujetos patrimoniales pro-activos.

Fernando Carrión propone en este sentido distinguir entre “sujetos pa-
trimoniales históricos” y “sujetos patrimoniales subordinados”.11 Preferiríamos 
por nuestra parte reservar el calificativo de sujeto patrimonial a los actores co-
lectivos e institucionales que tienen la capacidad de definir e impulsar deter-
minados objetivos estrategias, políticas y acciones en el centro histórico. Sujetos 
patrimoniales que son portadores de un proyecto (de un “deseo” dice Carrión). 
Sujetos patrimoniales que se confrontan en torno a proyectos diferentes y mu-
chas veces contrapuestos.

Juridización del patrimonio y de las relaciones sociales

En cuanto que producto de una construcción jurídica, los sitios patrimoniales en 
general, y los centros históricos en particular están viendo como las prácticas 
de los actores, públicos y privados, han hecho de la relación a la normatividad 
un elemento clave de sus interrelaciones. Patrice Melé propone un escenario 
en donde la progresiva “juridización” del patrimonio ha contribuido de forma 
importante a dotar a los especialistas, conservadores o restauradores, un rol do-
minante sin que por ello hayan desplazado del todo otros tipos de legitimidades:  
la de los propietarios, de los poderes locales, de los comerciantes, de los habi-
tantes y usuarios permanentes, tampoco la de los planificadores urbanos; estos 
últimos anclados en la legitimidad (real o supuesta) de la legislación de los Asen-
tamientos Humanos (Melé, 2006: 384).

El carácter federal de la legislación y la existencia de instancias internacio-
nales, como la unesco, a las cuales pueden recurrir las asociaciones de vecinos o 
de protección del patrimonio, contribuyen a reducir el carácter discrecional de 
las acciones de los propietarios, de los inversionistas o de los poderes públicos 
locales. Sin embargo, conviene subrayar que el sistema normativo mexicano no 

11 Véase Fernando Carrión en su trabajo: Lugares y flujos centrales: los centros históricos urbanos, San-
tiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepac/eclac) (El sujeto patri-
monial: páginas 36 y ss).
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concede derechos objetivos a la población, sólo el monumento se constituye en 
sujeto del derecho de protección (Melé, 2006: 383).

Sujetos patrimoniales, centros históricos y proyecto de ciudad 

En la actualidad se están confrontando tres tipos de proyectos en los centros 
históricos de América Latina y el Caribe:

a.	 El proyecto que consiste en concebir la protección del patrimonio 
cultural urbano como un asunto de interés público que se fundamen-
ta sobre el valor que los bienes patrimoniales tienen en sí mismo y 
como testigos de la creatividad de las sociedades del pasado, lo que les 
dota de un fuerte potencial generador de identidad para las distintas 
comunidades tanto a nivel nacional como local. Es el Estado Nación 
y los gobiernos locales que aseguran la tutela del patrimonio cultural 
de los centros históricos, garantizando su protección y conservación, 
entre otras acciones mediante la elaboración de planes de manejo. 
Dada la escasez crónica de recursos públicos, la estrategia consiste en 
logar que la inversión pública, mediante exenciones fiscales y obras 
públicas en el mejoramiento de las infraestructuras y de los espacios 
abiertos, sean el detonador de la actuación de propietarios e inversio-
nistas privados.

b.	 El segundo proyecto consiste en “sustituir el acceso a la cultura o el 
disfrute de los bienes culturales por el aprovechamiento productivo” 
de los mismos (Castillo, 2007: 16-17). Un proyecto dominado por la 
lógica de la re-valorización mercantil del patrimonio histórico edi-
ficado, pero sobre todo por los intereses vinculados a la economía 
turística y del ocio. Para varios colegas, como por ejemplo Perló y Bon-
nafé, sería el caso de la Ciudad de México en donde las iniciativas y 
lineamientos tanto del ingeniero Slim como de otros inversionistas 
“han establecido la pauta que ha seguido el sector público y otros ac-
tores que son partícipes de los esfuerzos de rescate del centro históri-
co” (Perló y Bonnafé, 2007: 113); hasta el punto en que el modelo de 
gestión anterior cambie de sentido, y que sea la inversión privada la 
detonadora de la inversión pública (id. p. 140).

c.	 Un tercer proyecto, todavía emergente, que García Canclini denomi-
na “participacionista” (1999: 24) y que podríamos caracterizar como 
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ciudadanizador de la gestión patrimonial, concibe el patrimonio y su 
preservación en relación con las necesidades globales de la sociedad, 
y particularmente de las comunidades que viven y trabajan en el cen-
tro histórico. La doctrina enunciado tanto por la unesco como por el 
icomos tiende a hacer de la población residente en los centros histó-
ricos los destinatarios prioritarios de las acciones de “rescate” de los 
centros históricos, y del uso sustentable del patrimonio una palanca 
para el desarrollo local.

Sin embargo, la planeación participativa aplicada a los centros históricos 
no está exenta de cierto sesgo excluyente, pues por una parte al dar prioridad 
a la población residente puede dejar de lado “otra serie de actores con gran in-
fluencia en el territorio” (Rodríguez, 2006b: 136), pero sobre todo tiende a no 
respetar una premisa básica en la relación patrimonio histórico-sociedad que es 
la universalidad del derecho de todos al disfrute del patrimonio cultural. 

Nos encontramos aquí con uno de los desafíos actuales de la democrati-
zación de la gestión urbana, en donde el interés general se contrapone al interés 
(o a los intereses) particular(es), sean de los residentes, de la población local, 
de los usuarios, de los turistas, o de los consumidores. Buscar la legitimación de  
las políticas patrimoniales priorizando la apropiación los bienes culturales por 
parte de la población local lo cual puede tener un efecto reduccionista del inte-
rés patrimonial que choca frontalmente con la dimensión universal, o sea ciu-
dadana, del mismo” (Castillo, 2007). En  efecto, el centro histórico es dotado de  
una fuerte carga simbólica para el conjunto de la ciudad, pero además tiene 
también el papel de ser un espacio público, un espacio de lo público y de lo po-
lítico para el conjunto de la metrópoli y, a veces, del país. 

El derecho al disfrute del patrimonio cultural, el derecho al centro his-
tórico, lo mismo que el derecho a la ciudad, no son derechos que pre-existen a 
la constitución de los sujetos colectivos, que hemos denominados aquí “sujetos 
patrimoniales”, lo cuales son los creadores a la vez que los usufructuarios del pa-
trimonio cultural urbano. Sin sujetos patrimoniales no existe realmente el patri-
monio cultural urbano, lo mismo que sin ciudadanos no puede existir la ciudad, 
es decir, el derecho a la ciudad. En este sentido, el derecho al centro histórico 
incluye el derecho que los sujetos patrimoniales tienen de diseñar y llevar a cabo 
un proyecto para este espacio. Lo mismo que el derecho a la ciudad pasa por el 
derecho de los sujetos ciudadanos en pensar y construir un proyecto de ciudad. 
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Democracia, planeación y participación 
en Colombia. Marcos institucionales 

y prácticas para la construcción 
de ciudad popular1
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Introducción

La reflexión se centra en las posibilidades contemporáneas que realizan el de-
recho a la ciudad en Colombia como expresión de democracia, observadas en 
dinámicas urbanas que están siendo renovadas por procesos de planeación 
participativa. Contribuye a ello, el reconocimiento de discursos institucionales 
que promueven escenarios e instrumentos ligados a la implementación de in-
tervenciones urbanas en asentamientos precarios. Particularmente, el Proyecto 
Urbano Integral de la zona nororiental (pui-nor) de Medellín, se destaca por su 
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carácter participativo, aunado a las transformaciones territoriales que generaron 
nuevas materialidades, simbologías, usos y apropiaciones. Interesan las manifes-
taciones del derecho a la ciudad que surgieron en respuesta a la problemática ur-
bana, amparadas en tales discursos y prácticas sociales que se instalan al tiempo 
como productoras y producto de ciudad. El desafío es visibilizar posibilidades, 
en medio de estas realidades complejas, conflictivas y contradictorias, para re-
construir luchas por un habitar digno.”

Nuevos marcos institucionales en democracia, planeación y participación

En Colombia, a partir de la década de 1990, apareció un nuevo discurso institu-
cional (Sánchez, Gutiérrez y Villa, 2008: 239-264), reflejado en el surgimiento 
de amplios contenidos y orientaciones de política urbana, que posibilitaron ex-
periencias de vitalidad social como manifestación del derecho a la ciudad, con-
tribuyendo con cambios significativos en la construcción de ciudad popular. 
La reflexión se centra en hacer evidentes las oportunidades generadas para la 
democracia, planeación y participación; en consecuencia, no profundiza en de-
ficiencias e inconsistencias de la implementación normativa para enfrentar la 
problemática urbana; más bien, enfatiza las posibilidades para fortalecer proce-
sos de ciudad en diversos escenarios.

Escenario nacional

La democracia como sistema político y forma de gobierno en América Latina, 
se ha convertido en una posibilidad (Rosanvallon, 2006). Quizá el mayor desa-
fío actual sea la inexistencia de sujetos que la construyan como práctica social y 
política; siendo así, la planeación se convierte en una opción para consolidarla. 
En Colombia, los discursos institucionales que han posibilitado el surgimien-
to de experiencias democráticas conducidas por procesos de planeación parti-
cipativa, tienen sustento en la reforma constitucional de 1991; para entender 
mejor sus sentidos y alcances, es necesario recordar los principales hitos que  
le antecedieron.

Desde la promulgación de la Constitución Nacional de 1886 y sus subsi-
guientes reformas, hasta la deliberación de la Asamblea Nacional Constituyente 
de 1991, Colombia adoptó la democracia representativa como proyecto político. 
Ello significó que los colombianos tenían la posibilidad de elegir parte de los 



Capítulo V. Reforma y planeación urbana / 417 

gobernantes sin ejercer sobre ellos vigilancia, control ni evaluación. En sentido  
estricto, la participación se limitaba al voto; no existían espacios ni instrumentos 
que permitieran otros ejercicios, menos como opción para definir el desarrollo. 

A comienzos de los 80´s apareció por primera vez en la normatividad 
la figura de la participación ciudadana en la planeación urbana; a mediados de 
esa década, se promulgaron diversas leyes que reglamentaron la descentrali-
zación del Estado otorgándole competencias y recursos a los departamentos 
y municipios, creando espacios de participación en la gestión pública, junto a 
la elección popular de Alcaldes. Se reglamentaron las Juntas Administradoras  
Locales, la participación de los usuarios en las Juntas Directivas de las Empre-
sas Municipales de Servicios Públicos y la contratación comunitaria; se generó 
la posibilidad de realizar consultas populares municipales sobre temas de inte-
rés general; se crearon los Comités de Participación Comunitaria en Salud.

La expectativa generada por estas normas desató la iniciativa colectiva de 
la Asamblea Nacional Constituyente en 1991, la cual acordó una nueva Consti-
tución Política mediante la cual fue ratificado el régimen democrático, en este 
caso, ya de corte participativo. La democracia participativa se constituyó en  
eje transversal del nuevo ordenamiento jurídico colombiano, exaltando la par-
ticipación como principio y función esencial del Estado, elevándola al más alto  
nivel sociopolítico. La Nación, asumida como Estado Social de Derecho, Repú-
blica unitaria y descentralizada, autónoma en sus entidades territoriales; respe-
tuosa de la dignidad humana, el trabajo, la solidaridad de las personas y la preva-
lencia del interés general, asumió la función de facilitar la participación de todos 
en las decisiones que los afectan, al tiempo, que confirió la soberanía al pueblo, 
ejercida en forma directa o mediante elección de representantes.

La participación fue elevada a derecho fundamental en el capítulo 1, se 
consagraron derechos nunca antes considerados en la normatividad: presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés particular o ge-
neral; reunirse y manifestarse pública y pacíficamente; libertad de asociación; 
constitución de sindicatos y asociaciones sin injerencia del Estado y exceptuan-
do a la fuerza pública; participar en la conformación, ejercicio y control del po-
der político eligiendo o siendo elegido; tomar parte en elecciones, plebiscitos, 
referendos, consultas populares y otras formas de participación democrática; 
constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas, así como formar par-
te de ellos libremente, difundir sus ideas y programas; revocar el mandato de los 
elegidos; tener iniciativa en las corporaciones públicas; interponer acciones pú-
blicas en defensa de la Constitución y de la ley; acceder al desempeño de funcio-
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nes y cargos públicos. Especial atención se otorgó a los derechos de información 
y de acceso a documentos públicos por la importancia que tienen para detonar 
procesos participativos y por ser la base de otros derechos: petición, reunión, 
manifestación y, libertad de asociación; audiencia pública y consulta previa.

En el capítulo 2, la participación fue concebida como derecho social, eco-
nómico y cultural, consagrándose que el Estado y la sociedad deberían garan-
tizar la participación activa de los jóvenes en los organismos encargados de su 
protección, educación y progreso; la participación y acceso de los particu-
lares en los sistemas de seguridad social; estímulos y medios para que los traba-
jadores participaran en la gestión de las empresas; el acceso a la propiedad, en 
particular, a la tierra por parte de campesinos; y, la participación de la comuni-
dad en la dirección de las instituciones educativas.

El capítulo 3, reglamentó la participación desde los derechos colectivos y  
del ambiente. Destaca la participación de las organizaciones de consumidores 
y usuarios en el estudio de las disposiciones que les conciernan; el derecho de 
toda persona a gozar de un ambiente sano y el de la comunidad a participar  
en decisiones que puedan afectarla. Se estableció la posibilidad de participar en 
la conformación, ejercicio, control, seguimiento y evaluación del poder político 
consagrado, la cual se expresa en variadas garantías y protecciones para hacer 
efectiva esta participación tales como las acciones de tutela, de cumplimiento, 
populares y de grupo.

Por su parte, la planeación urbana, participativa fue consagrada como 
función pública del Estado, orientada a la organización socio-espacial de 
la nación y de sus entidades territoriales, con pretensiones de transformar  
las condiciones de vida de la población. Las reformas del Estado derivadas de las 
cambiantes condiciones contextuales a nivel mundial y nacional, han incidido 
en el replanteamiento de sus contenidos y prácticas. La legislación colombiana 
anterior a 1991 institucionalizó un discurso centrado en su carácter técnico-ins-
trumental, de competencia del Gobierno Nacional, encargado de trazar e imple-
mentar las políticas macroeconómicas y de inversión social, con una soberanía 
relativa a los requerimientos de la banca mundial. La ley de Reforma Urbana y su 
modificación por la de Ordenamiento Territorial registraron la configuración de 
una planeación urbanística con marcado énfasis economicista, empleada como 
instrumento de desarrollo territorial (Del Castillo y Salazar, 1995). Uno de los  
cambios más importantes en escala de la planeación urbana gestado a partir de  
1990 fue su viraje hacia la descentralización territorial, conduciendo a la incor-
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poración de contextos y dinámicas locales, en donde la participación de pobla-
dores, fue un elemento novedoso.

Cuando se puso en vigencia la Constitución Política de 1991, se instaura-
ron las bases del Sistema Nacional de Planeación del Desarrollo y Ordenamiento 
del Territorio. Se ordenó la formulación e implementación de planes de desa-
rrollo tanto para el ámbito nacional como territorial, conformados por una parte 
general y un plan de inversiones. Se puede decir que la planeación del desarrollo, 
reglamentada por la Ley Orgánica de Plan de Desarrollo (152 de 1994), fue un 
elemento novedoso en el ordenamiento normativo colombiano por su concep-
ción estratégica, participativa, concurrente, efectiva, complementaria, subsidia-
ria; articulada con el diagnóstico de la realidad territorial a planificar, con los 
recursos y presupuestos disponibles para llevarla a cabo; reflejo de los progra-
mas de gobierno inscritos por los ejecutivos electos, tanto para el escenario na-
cional como para el territorial, con la finalidad explícita de lograr el desarrollo.  
Sus alcances temporales: corto, mediano y largo plazo no están claramente  
definidos en número de años, ni su forma vinculante, razón por la cual la nación 
y sus entidades territoriales la han relacionado, única y exclusivamente, con el 
periodo de gobierno del ejecutivo electo: cuatrienal.

Para discutir y consultar estos planes de desarrollo, se ordenó la confor-
mación de Consejos de Planeación, tanto del ámbito nacional como en el propio 
de cada entidad territorial (Departamentos, Distritos y Municipios) integrados 
por representantes del gobierno y de sectores económicos, sociales, ecoló-
gicos, comunitarios y culturales. Una vez que se tiene elaborado el respecti-
vo plan, cada gobierno tiene la obligación de someterlo a revisión por parte de  
estos Consejos, escuchar su opinión, hacer los ajustes convenientes y someterlo 
a aprobación del respectivo órgano legislativo. Los Consejos Nacional y Terri-
torial de Planeación constituyen, en Colombia, el denominado Sistema Nacional 
de Planeación del Desarrollo.

Este principio constitucional estableció los niveles de planeación supra-
local: nacional, departamental; y, los niveles de planeación territorial: distrital 
y municipal; la gestión, forma operativa e implementación tanto de los planes 
de desarrollo como de los planes de ordenamiento territorial, fueron objeto de 
leyes de la República. La Ley 152 de 1994 definió como uno de sus principales 
objetivos: “armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley Orgáni-
ca del Plan de Desarrollo”, dando cuenta del diálogo y la necesaria coordinación 
normativa que habría de ponerse en práctica, especialmente en los distritos y 
municipios, entre planes de desarrollo y de ordenamiento territorial-pot.
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El liderazgo para la formulación, discusión, adopción, gestión, evalua-
ción e implementación de los planes de desarrollo y de ordenamiento terri-
torial están atribuidos a la estructura gubernamental del Estado como una de  
sus principales y más importantes funciones. Ahora bien, tanto el Sistema de Pla-
neación descrito como la normatividad vigente, consagran la vinculación en lo 
relacionado con el desarrollo territorial y el ordenamiento territorial de otros 
sectores de la sociedad: empresa privada, organizaciones no gubernamentales, 
académica, organizaciones sociales y ciudadanía, en cumplimiento de su corres-
pondiente responsabilidad social (Gutiérrez, 2006). Ello significa, entre otras co-
sas, que les orienta su accionar en procura de no competir, pretender suplir ni 
entorpecer la función pública del gobernante, sino procurarla de manera crítica, 
complementarla y fortalecerla.

Escenario local

En Medellín, la necesidad manifiesta por atender la compleja y conflictiva pro-
blemática urbana generada por la creciente informalidad de asentamientos  
precarios, especialmente en las zonas de alta pendiente localizadas en las lade-
ras de la ciudad, incidió en que el gobierno municipal asumiera con prontitud 
las disposiciones constitucionales y legislativas puestas en vigencia para el país. 
A ello también contribuyeron experiencias acumuladas de diversas intervencio-
nes urbanas que reúnen esfuerzos, estrategias y recursos derivados de entidades 
gubernamentales articulados a iniciativas no gubernamentales, sociales, cívicas, 
comunitarias, académicas y privadas. Desde 1993, mediante Acuerdo, por pri-
mera vez puso en vigencia el Plan de Desarrollo Municipal, que se constituyó 
en instrumento articulador de los planes sectoriales y zonales, de los estatutos 
temáticos y de los programas de gobierno; así mismo, se convirtió en lineamien-
to rector para todas las dependencias municipales; esta disposición fue comple-
mentada en 1996 por el Acuerdo 43, mediante el cual se instauró el Sistema Mu-
nicipal de Planeación. En este nuevo marco, se instrumentaron las orientaciones 
de la Ley 152 de 1994: los planes de acción y el banco de proyectos y progra-
mas de inversión municipal; además, después de considerar las particularidades 
de Medellín, se posibilitaron los planes sectoriales y zonales como instrumen-
tos de planeación participativa; el centro de información para la planeación; los 
censos de población y vivienda; el sistema de selección de beneficiarios para 



Capítulo V. Reforma y planeación urbana / 421 

programas sociales; y, los indicadores de necesidades básicas insatisfechas y de 
desarrollo humano.

El Plan de Ordenamiento Territorial en Medellín, vigente desde 1999 y 
ajustado en 2006, atendió las disposiciones constitucionales relativas a los prin-
cipios rectores y la condición de instrumento participativo que permite visuali-
zar la región, construir la sostenibilidad del territorio, incrementar la competi-
tividad, lograr una ciudad equitativa y recobrar el espacio público como esencia 
de la ciudad. Para lograrlo, entre otras cosas, estableció la obligatoriedad de 
contribuir a la consolidación de una cultura de planeación y gestión urbanística 
democrática y participativa, apoyándose en políticas públicas vigentes. Para tal 
efecto, se diseñaron diversos instrumentos de ordenamiento territorial: planes 
parciales, tratamientos urbanísticos, compensaciones, fichas normativas, polígo-
nos, adquisición de bienes por enajenación voluntaria y expropiación jurídica, 
expropiación por vía administrativa, participación en la plusvalía y vivienda de 
interés social.

En 2007 se creó e institucionalizó la Planeación Local y el Presupuesto 
Participativo por comunas y corregimientos, particularidad no consagrada en la 
normatividad nacional y propia de Medellín. Con ello, se afianzó la correspon-
dencia, complementariedad y concordancia en materia participativa, asociada 
con procesos de planeación del desarrollo y ordenamiento territorial, al rati-
ficarse y vigorizarse el Sistema Municipal de Planeación creado en 1996. Este  
avance adicionó a los resultados del proceso de planeación los indicadores  
de gestión para el seguimiento, evaluación y control de la ejecución de los pro-
gramas y proyectos sujetos a los planes, como novedad relevante en materia  
de evaluación, con acceso público a dicha información. Asimismo, el deber del 
Departamento Administrativo de Planeación de apoyar las Juntas Administrado-
ras Locales, las veedurías ciudadanas y otros mecanismos de control ciudadano, 
para llevar a cabo la evaluación y el seguimiento de estos procesos.

Lo expuesto en materia de participación en los procesos de planeación del 
desarrollo y ordenamiento del territorio para el caso de Medellín, finalmente ad-
quiere mayor fuerza cuando, en 2007, se concibe el Valle de Aburrá, subregión a 
la cual pertenece por jurisdicción, como región de ciudades y se trazan directri-
ces urbanísticas, de gestión administrativa, ambientales y de participación comu-
nitaria que habrían de contribuir a lograrlo; el horizonte participativo se amplió  
y se incrementaron las opciones de actuación de diversos actores en la cons-
trucción de ciudad. Podría decirse, sin excesos, que la legislación nacional y  
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municipal reseñada ha generado renovación de dinámicas urbanas. Especí-
ficamente, en Medellín, los planes de desarrollo adoptados para los periodos  
2004-2007 y 2008-2011 lideraron propuestas políticas democráticas que brin-
daron soporte conceptual, viabilidad y factibilidad estratégica, orientación 
metodológica, recursos financieros, talento humano, estructura institucional y 
capacidades instaladas, para concebir y llevar a cabo intervenciones urbanas in-
tegrales en áreas urbanas informales, con la finalidad de mejorar la calidad de 
vida de la población, su inclusión social y territorial y, al mismo tiempo, apos-
tarle a dignificar la calidad de la arquitectura urbana. Con ello, poco a poco, se 
ha logrado vincular los asentamientos precarios al desarrollo urbano, político, 
económico y social de la ciudad.

En síntesis, se observa que la democracia, la planeación y la participación 
adquirieron especial interés nacional y local en temas que engrosan la problemá-
tica urbana: vivienda, educación, salud, cultura, convivencia y paz, ordenamien-
to territorial, control de la gestión pública, planeación del desarrollo, ambiente, 
espacio público, servicios públicos, poder político (cuadro 1). Desde estos desa-
rrollos legislativos, la participación fue considerada como elemento estructuran-
te de la normatividad colombiana y de Medellín, estrategia democrática y propia 
de los procesos de planeación urbana. Tal institucionalización ha implicado una 
“extensa y variada gama de mecanismos que ha significado un giro radical en los 
procesos, objetos, y raciocinio de la planeación local” (Brand, 2001: 286).

Cuadro 1. Normatividad en democracia, planeación y participación a partir de 1991

Ley Tema
Legislación nacional 

1991 Constitución Política de Colombia 
2/1991 Áreas metropolitanas
3/1991 Vivienda de interés social

100/1993 Sistema de Salud social integral 
99/1993 Sistema Nacional Ambiental 
62/1993 Seguridad, paz y convivencia
80/1993 Participación social en la contratación estatal 
11/1994 Estatuto general de educación

160/1994 Gobierno escolar
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Ley Tema
142/1994 Servicios públicos domiciliarios
130/1994 Estatuto básico de Partidos y movimientos políticos
131/1994 Voto programático 

134/1994
Mecanismos de participación ciudadana: iniciativa popu-
lar legislativa y normativa; referendo; consulta popular; la 
revocatoria del mandato; el plebiscito y el cabildo abierto

136/1994 Modernización del funcionamiento municipal
152/1994 Orgánica de planes de desarrollo

160/1994
Sistema Nacional de Reforma Agraria y  
Desarrollo Rural Campesino

375/1997 Juventud
397/1997 Cultura
388/1997 Desarrollo territorial 
434/1998 Consejo Nacional de Paz
614/2000 Comités de integración territorial 
850/2003 Veedurías ciudadanas

Decreto 
4002/2004

Participación en el ajuste del plan 
de ordenamiento territorial 

1083/2006 Planeación urbana sostenible 

1454/2011 Orgánica de ordenamiento territorial

Legislación territorial y metropolitana 

Acuerdo Tema

45/1993 y 43/1996 Sistema Municipal de Planeación

62/1999 y 46/2006 Plan de Ordenamiento Territorial para Medellín

Acuerdo Metropolitano 
15/2006

Planeación y gestión del suelo, hacia una región de ciudades 

43/2007 Planeación local y presupuesto participativo

 
Fuente: Elaboración propia basada en la Constitución Política de 1991 y normas afines.

Cuadro 1. Normatividad en democracia, planeación y participación a partir de 1991 
(continuación)
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Del discurso a la acción: Proyecto Urbano Integral (pui),  
apuesta por la construcción de ciudad a varias manos

El Proyecto Urbano Integral (pui) como experiencia democrática de planeación 
urbana participativa, desarrollada en contextos complejos y conflictivos desde 
la acción de pobladores y gobierno, se caracteriza por el aporte de nuevas ma-
terialidades, usos y apropiaciones socioculturales que dan cuenta de la trasfor-
mación de condiciones de vida y del entorno. Es significativo analizarla a la luz 
de la implementación de discursos institucionales, porque ofrece elementos de 
la realidad urbana como escenario de experimentación que merecen apropiarse 
por la sociedad. Estos proyectos fueron implementados en territorios urbanos 
informales, con acumulado histórico de grandes deudas sociales. Entre 2004 y 
2011, fueron intervenidas cinco zonas urbanas: nororiental, centroccidental,  
noroccidental, centroriental y suroccidental (Alcaldía de Medellín, 2010).

La atención de la reflexión se centra en el pui de la zona nororiental, el 
pui-nor, comunas 1 y 2, donde al amparo del escenario normativo vigente en  
 
Colombia desde 1991 y, desplegado desde 1993 en Medellín, se inició un pro-
ceso de planeación zonal denominado Plan Alternativo Zonal, con altos niveles 
de participación, dirigido a proyectar el desarrollo de las cuatro comunas que la  
integran (1, 2, 3 y 4). Además de los procesos de planeación local abanderados 
por la organización de base, cobró relevancia la política pública de reinserción, 
paz y reconciliación de combatientes a la vida civil; así, esta zona urbana consi-
derada la más violenta de la ciudad, vivió implicaciones positivas derivadas de 
la estrategia nacional y municipal dirigida a promover la paz mediante el ofreci-
miento de incentivos para que los actores armados que se desmovilizaran, entre-
garan las armas y decidieran reinsertarse a la vida civil.

El pui-nor contó con mayores posibilidades para hacer de su concepción, 
diseño, implementación y evaluación una experiencia participativa, en la medi-
da en que recogió y apropió las limitaciones y los avances de las intervenciones 
urbanas que le antecedieron en Medellín: La Iguana, Moravia, primed, El Limo-
nar. Pretendió elevar los niveles de calidad de vida de los habitantes y afianzar 
la apropiación, el cuidado y valoración por espacios socialmente construidos; 
además, mediante la ejecución de iniciativas de desarrollo, acercar la Adminis-
tración Municipal y la población organizada (Alcaldía de Medellín y edu, 2009).

Su metodología tuvo como fundamento la participación de diversos acto-
res, convocados mediante la realización de talleres de imaginarios, recorridos y 
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asambleas barriales, procesos formativos, comités comunitarios y de conviven-
cia, pactos ciudadanos, y el programa de planeación local y presupuesto partici-
pativo (Hernández, 2007) para reconocer, discutir, concertar y planear la acción 
urbanística transformadora de escenarios de vivienda, entorno, zonas de riesgo 
geológico, espacios públicos y equipamientos comunitarios. Como intervención 
urbana integral, garantizó el mantenimiento y fortalecimiento de las relaciones 
sociales e individuales, las posibilidades de acceso a los bienes culturales y al en-
torno ambiental, minimizando riesgos en salud física y psicológica. Para lograrlo, 
partió del reconocimiento de los actores del territorio como potencializadores 
de capacidades endógenas, generadores de capital humano, social e institucional.

La activación de la organización y participación fue promovida median-
te la generación de espacios de interlocución para que los sectores populares 
pudieran interferir efectivamente en la construcción de un proyecto de ciudad; 
de este modo, se renovaron iniciativas barriales en torno a la organización y 
distribución del espacio habitado. Ello posibilitó combinar instrumentos como 
la estrategia de inversiones, la regularización urbanística y la gestión urbana con 
participación de la sociedad, que procuró la coordinación e integración de las 
inversiones previstas (Alcaldía de Medellín, 2007: 41-45). Su éxito y reconoci-
miento guarda relación con el carácter focalizado e integral que permitió afron-
tar problemáticas de diverso orden en lo social, económico, ambiental, político, 
infraestructura y organización comunitaria. 

El pui-nor como intervención urbanística promovida por el gobierno y 
vinculante de actores diversos, logró el incremento de sentidos de pertenencia, 
arraigo y convivencia, al tiempo que movilizo positivamente indicadores de ca-
lidad de vida y desarrollo humano. Además, posicionó concepciones y metodo-
logías que vigorizaron las experiencias cotidianas usualmente desvalorizadas y 
restringidas por la institucionalidad; entre ellas se reconoce como la de mayor 
énfasis el urbanismo social, el cual posibilitó la incorporación de nuevos terri-
torios así como la adecuación de los existentes, mediante nuevas funciones y 
formas urbanas en sus tejidos, lo que permitió el desarrollo de las diferentes 
actividades de la ciudad: habitación, trabajo, recreación y encuentro ciudadano 
(Alcaldía de Medellín, 2007: 34). Esta noción se consolidó a partir de la escucha 
de diferentes voces en una apuesta por edificar juntos una ciudad mejor, por 
dignificar la población haciéndola partícipe, de manera concertada y abierta, en 
la transformación del territorio. Del pui-nor derivan manifestaciones del dere-
cho a la ciudad, en respuesta a la problemática urbana, posibles de aprovecharse:
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En un contexto internacional y local donde las contradicciones urbanas y 
sociales son un escenario recurrente es impostergable e imprescindible discu-
tir sobre el Derecho a la Ciudad, el cual es una utopía de justicia espacial cons-
truida por diversos colectivos sociales en distintas partes de América Latina y 
del mundo. Esta utopía urbana no reivindica la reconquista de una ciudad 
perdida, sino la conquista de una ciudad que no hemos sabido construir: una 
ciudad para todos.

El Derecho a la Ciudad implica la búsqueda de una gestión urbana democrá-
tica e incluyente en la que no sólo decidan qué hacer en ella el capital inmobi-
liario y el gobierno, sino también quienes la habitan, trabajan y/o disfrutan 
de la ciudad.

Las ciudades con mejor calidad de vida son aquellas capaces de comprometer 
e involucrar a sus ciudadanos y de garantizar, por tanto, una gestión urbana 
participativa y democrática. La participación activa de la ciudadanía en los 
procesos de construcción, apropiación y administración colectiva de la ciudad 
son claves para construir una ciudad socialmente justa, que posibilite a los 
ciudadanos defender el interés público.
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